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INUODUCCION. 

El trabajo que se presenta expone primeramente la -

naturaleza jurídica del proceso, haciendo especial enfa-

sis en la diferencia jurídica que existe entre proceso y 

procedimiento, ya que dicha distinción muchas veces no -

es tomada en cuenta, inclusive por compañeros profesiona 

les del derecho; así mismo se estudia el objeto del pro-

ceso civil, para poder tener un punto de comparación en 

el cual nos podamos apoyar al estudiar el objeto del pro 

ceso laboral, ya que ambos objetos son esencialmente di-

ferentes entre si, dando como consecuencia que las nor-

mas sustantivas y muchas de las adjetivas de dichos pro-

cesos sean diferentes y en algunos casos opuestas. 

Como ejemplo de lo anterior, tenemos el principio -

procesal laboral de la suplencia de los defectos de la -

demanda del trabajador por la Junta instructora, o más -

claro es el ejemplo del relevo de la carga de la prueba 

en beneficio del trabajador; en el mismo rubro al avan-

zar en el presente estudio nos damos cuenta que sí bien 

es cierto que la naturaleza jurídica de la figura de la 

representación es una sola, también lo es que las reglas 

que permiten la actuación de dichos representantes en -

los diversos procesos y procedimientos e incluso en las 

diferentes entidades federativas de la República Mexica-

na, tienen diferencias substanciales, las cuales son más 

marcadas en el proceso laboral. 
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Así tenemos que si bien es cierto, una de las prin-

cipales funciones del abogado litigante dentro de todo -

procedimiento, es el mediar y negociar un conflicto para 

resolverlo a través de un acuerdo de voluntades con la - 

contranarte o su representante, en materia laboral es di 

ferente, ya que no obstante existe una etapa conciliato-

ria, dicha etapa queda prohibida a los abogados, aseso-

res o apoderados, ocasionando con ésto que conflictos - 

que se hubierán podido solucionar a través de una conci-

liación justa para ambas partes, desenvoquen en un proce 

so jurisdiccional, además dicha disposición es desfavora 

ble a la clase trabajadora, porque comúnmente no cono-

cen bien sus derechos; y eso no es todo, ya que al n.o -

ser un requisito sine qua non el contar con el título de 

abogado o por lo menos con la pasantía para poder liti-

gar en materia laboral y por ende ser el representante -

jurídico o apoderado de alguna de las partes, muchos pro 

cedimientos se ven entorpecidos y distorcionados por los 

llamados "coyotes", que son personas la mayoría de las -

veces sin escrúpulos que no conocen, las leyes y su inter 

pretación e incluso las distorcionan en beneficio propio 

denigrando de esta manera la noble profesión de la aboga 

cia, al hacerse pasar por profesionales del derecho. Por 

último, se estudiará con pulcritud la actuación de los -

representantes legales en los diversos procedimientos la 

borales, siendo dichas diferencias la mayoría de las ve-

ces sutiles, 
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I. NATURALEZA JURIDICA DEL PROCESO. 
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Para noder entender la naturaleza jurídica del pro-

ceso, primero se debe entender su naturaleza social, la. 

cual esta basada en los conflictos sociales, dichos con-

flictos nacen del choque de fuerzas antagónicas que nece 

seriamente se dan en las sociedades del mundo, ya sea, -

por diferencias políticas, religiosas, culturales y so--

bre todo económicas, al respecto Carlos Marx estableció 

en su Manifiesto Comunista: " La história de la humani--

dad siempre ha sido una lucha de clases ", lo cual ha -

producido la evolución de las diversas sociedades y por 

ende de sus ordenamientos jurídicos respectivos; pero es 

tá evolución la mayoría de las veces ha terminado en re-

vueltas, revoluciones y hasta en las grandes guerras en 

las que se han roto de manera drástica los ordenamientos 

jurídicos, ya sea del pais en revolución o de los países 

en pugna; ésto en la actualidad no nuede ser aceptado co 

mo el medio idóneo para conciliar los diversos intereses 

sociales de un naís que se precie de ser un Estado de de 

recho, ya que la manera en que cualquier país debe solu-

cionar sus conflictos sociales, es a través de sus pro--

pias normas y procesos jurídicos y en contadas excepcio-

nes a través de las normas jurídicas extranjeras, para a 

sí por medios legales y pacíficos ese vais pueda dar una 

solución justa a los conflictos que se gesten en su te--

rritorio y tratar de llegar de esta manera a un equili--

brio social. 

S1 equilibrio social es consecuencia de la realiza- 
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ción de los cometidos esenciales del Estado y principal-

mente de su cometido de seguridad jurídica, el cual se -

cumple cuando el Estado imparte justicia a través de los 

órganos por él creados para tal efecto. 
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Qué es el proceso? 

Existen varias teorías dentro de la doctrina proce-

sal que tratan de dar respuesta a esta pregunta, es difi 

oil si se pretende responder con una exactitud propia de 

las Ciencias Naturales, ya que un simple cambio de pers-

pectiva puede variar dicha respuesta, pero si primero se 

entiende la naturaleza social del proceso y después su -

problemática y estructura, será factible llegar a un re-

sultado aceptable. 

Estudiada la naturaleza social del proceso como par 

te importante de su naturaleza jurídica, el siguiente pa 

so es examinar el concepto de litigio, ya que como regla 

general todo proceso presupone un litigio, aunque no to-

do litigio siempre dá lugar a un proceso. 

11 litigio nace por la diferencia de intereses que 

presentan las fuerzas sociales dirigentes y las dirigi-

das, que en cualquier país que sea o no considerado un -

Estado de derecho, dichas diferencias siempre estan pre-

sentes. " Carnelutti, señala la existencia de dos polos 

en ese choque de fuerzas: uno de ellos es el contrato, -

donde hay un pacto de fuerzas; el otro es el delito, don 

de el equilibrio de fuerzas se rompe. Contrato y delito 

representan los dos extremos de la conflictiva social ". 
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Debemos entender que Carnelutti se refiere al deli-

to en esta explicación, no de la manera como lo maneja -

nuestro Código Penal al decir que delito " es el acto u 

omisión que sancionan las leyes penales "; sino como los 

actos u omisiones que una fuerza social ejerce sobre o--

tra, sin que por ésto se olvide que muchas veces esos ac 

tos u omisiones constituyan delitos sancionados por las 

leyes penales. 

Por lo tanto litigio es el conflicto de intereses -

representado por la pretensión y resistencia a esa pre--

tensión por parte de los interesados; ya que la preten-

sión es el elemento clave del litigio es importante dar 

su concepto. 

21 Gran Diccionario Inciclopedico de la Lengua Cas-

tellana nos dice que: " Pretensión es la petición para -

conseguir una cosa que se desea; derecho bien o mal fun-

dado que uno juzga tener sobre algo." 

Para Carnelutti la pretensi6n es; " la exigencia de 

la subordinación del interés ajeno al interés propio." 

( 2 ) 

ks en la distinción de estos dos contentos en la 

que encontramos la excepción a la regla mencionada al 

principio de este tema, ya que de la definición de pre--

tenci6n que nos da el Gran Diccionario kiciclopedico se 

desprende que no en todo proceso existe un conflicto, és 
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te ea posible pero no necesario como ocurre en los proce 

dimientos de jurisdicción voluntaria. 

Por otro lado, aunque la pretensión no siempre pre-

supone la existencia de un derecho a lo cual llamamos -

Pretensión Infundada, bien es sabido que algunas veces 

se puede satisfacer una pretensión de manera procesal o 

extraprocesalmente sin tener un derecho legitimo para e-

llo; pero también puede ocurrir que existiendo un dere-

cho legitimo lesionado no se dé la pretensión en el titu 

lar de ese derecho, porque se niegue voluntariamente a 

accionar ante un órgano jurisdiccional o ante un tercero 

llamado árbitro porque dicha omisión sea más conveniente 

a sus intereses, y aun más, la pretensión que nace de un 

derecho legítimo no siempre dá nacimiento a un proceso - 

ya que puede existir el sometimiento voluntario de la 

contraparte a la pretensión planteada extraprocesalmente 

como seria el caso del allanamiento, e incluso éste pue-

de truncar un proceso legalmente instaurado. 

Ahora bien, el medio para que una pretensión sea re 

suelta a través de un proceso, es siempre la acción, la 

cual constituye la negación de que una persona se haga 

justicia por sí misma cuando crea que un derecho le está 

siendo negado o conculcado, como lo ordena el parrafo 

primero del artículo 17 Constitucional. 

3e debe distinguir entre Acción y Pretensión ya lue 



7 

aunque ambas son necesarias para la realización del pro-

ceso, su fin en el mismo es diferente. La acción tiende 

a lograr los proveimientos jurisdiccionales necesarios -

para obtener el pronunciamiento de fondo o sea una sen-

tencia justa y la pretensión se dirige a optener una sen 

tencia favorable. Para entender lo anterior diremos que: 

" La Acción es el derecho de poner en movimiento la orga 

nización jurisdiccional y su desconocimiento por la auto 

ridad implicaría la violación del derecho constitucional 

de petición." ( 3 ) 

" La Pretensión procesal es una declaración de voluntad 

por la que se solicita una actuación de un órgano juris-

diccional frente a persona determinada y distinta del au 

tor de la declaración." ( 4 ) 

In consecuencia una pretensión no se puede cristali 

zar en la instauración de un proceso, sino se hace a -

través del accionar del sujeto activo, y por otra parte, 

si se acciona ante un órgano jurisdiccional o ante un ár 

bitro sin tener una pretensión legítima o fundada, no se 

podrá tener una sentencia o laudo favorable y en la mayo 

ría de los casos ni siquiera se tendrá por procedente el 

derecho de accionar ante el órgano jurisdiccional compe-

tente, por la falta de interés jurídico del promovente. 

Por lo tanto, el Derecho a través de sus normas ju-

rídicas, trata de regular la conducta en sociedad y ade-

más presupone que los destinatarios de dichas normas ju- 
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rídicas habrán de observarlas de manera expontánea. Pero 

todo ordenamiento jurídico está expuesto a lo contrario 

y por esta razón además de las normas sustantivas, el De 

recho también cuenta con normas adjetivas que son la ba-

se estructural de los diversos procesos, que según su na 

turaleza se pueden dar en materia civil, mercantil, pe--

nal que comprende también la justicia militar, fiscal, -

laboral y constitucional; cabe aclarar que esta división 

procesal es en base a la legislación mexicana; dichos - 

procesos están destinados a lograr el cumplimiento de nu 

estras normas jurídicas que posiblemente hayan sido vio-

ladas, además de que dichos procesos establecen reglas -

para que sea un tercero como órgano de poder del Estado 

el que defina y obligue coercitivamente a las partes a -

su cumplimiento. Pero el proceso no siempre constituye -

el remedio constante del cumplimiento de la norma jurídi 

ca, pués en materia laboral como ejemplo, es más eficaz 

un incentivo económico a la asistencia y puntualidad, -

que la amenaza constante de que el patrón a través de la 

aplicación de la ley, pueda despedir a su trabajador ine 

ficiente. 

Ya que este capítulo trata de la naturaleza del pro 

ceso, es necesario mencionar los conceptos que los auto-

res dan del mismo, para finalmente proponer mi concepto 

personal de croceso. 

Francesco Carnelutti, llama proceso a: " un conjun- 
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to da :,ctos dirigidos a la formación o a la aplicación -

de los mandatos jurídicos, cuyo carácter consiste en la 

colaboración a tal fin de las personas interesadas con u 

na o más personas desinteresadas," ( 5 ) 

Por otro lado José Becerra Bautista nos habla del -

fin del proceso se'áalando que: " dl fin normal del proce 

so es la obtención de una sentencia que, en forma vincu-

lativa resuelva entre las partes una controversia sobre 

derechos substantivos." ( 6 ) 

Para Pedro Cervantes Campos, catedrático de la ENEP 

Acatlán proceso es: " Una relación jurídica que se esta-

blece entre actor y demandado, a través del órgano juris 

diccional." ( 7 ) 

" Para Jaime Guasp, el ilustre nrocesalista español 

el proceso no es más que un instrumento de satisfacción 

de pretensiones." ( 8 ) 

Por último mi concepto personal de proceso, el cual 

queda abierto a la crítica, es el siguiente: Proceso es 

la relación jurídica que la mayoría de las veces se esta 

blece entre actor y demandado, teniendo como fin la sa—

tisfacción de pretensiones a través de la resolución que 

dicte un tercero, el cual puede ser un órgano jurisdic--

cional o un arbitro, por medio de la aplicación de las -

normas procesales vigentes de un datado y en algunas oca 
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ojones con anuda del derecho extranjero. 

asta definición no puede ser confundida con la de -

Derecho Procesal, ya que esta rama del derecho como lo -

menciona Nestor de Buen, " No es más que un conjunto de 

normas cuyo objeto concreto es, nrecisamente, el proceso: 

( 9 ), y la definición dada de proceso habla de la apli-

cación de esa rama del derecho. 

Al haber estudiado los diferentes conceptos que ex-

isten del proceso en sentido latu sensu, se advierte que 

la doctrina procesal se ha preocupado fundamentalmente - 

en enfocar el proceso de diferentes maneras, lo cual ha 

dado lugar a una serie de teorías que tratan de explicar 

desde su particular punto de vista la Naturaleza Jurídi-

ca del proceso, pero todas ellas han sido mayor o menor-

mente criticadas e incluso algunas hasta han sido supera 

das por la doctrina moderna. 

Pero considero importante para los objetivos a los 

cuales pretende llegar el presente trabajo de investiga-

ción el señalar la tesis más extendida y que ha sido más 

aceptada entre los procesalistas según lo señala el maes 

tro Cipriano Gómez Lara; dicha tesis se denomina " Te o--

ría del Proceso como Relación Jurídica." ( 10 ) 

Uta teoría encuentra su antecedente en los traba--

jos de Hegel y fue expuesta por primera vez por Bülow, - 
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nosteriormente la han acantado y enriquecido tratadistas 

de la talla de Sduardo J. Uouture y Hugo Alsina, los cua 

les a través de sus obras nos explican que toda relación 

jurídica se establece entre dos o más personas interesa-

das en llegar a la consecución de un fin común y que el 

contenido de dicha relación siempre es un conjunto de de 

rechos y obligaciones recíprocos, ya que la correlación 

entre ellos no es sino el distinto enfoque de la misma -

cosa. 

Los autores expresan que la idea del proceso como -

relación jurídica se compone de relaciones menores y que 

dichas relaciones no sólo ligan a las partes con los ór-

ganos jurisdiccionales o decisorios del derecho, sino 

que también a las partes entre sí. 

Para concluir este tema debemos aludir a la posibi-

lidad de que un conflicto de intereses o litigio sea re-

suelto a través de un proceso jurisdiccional o bien se 

le componga a través del arbitraje. 

&xisten multíples conflictos que necesariamente de-

ben ser solucionados por un proceso jurisdiccional por -

tratarse de asuntos en donde se han de ventilar cuestio-

nes de orden o interés público, pero existen otros asun-

tos, que son la mayoría, los cuales las partes pueden 

comprometer en arbitros, ya sea antes del juicio, duran-

te éste y después de sentenciado, como lo menciona el ar 
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tículo 610 del CPCDF, a demás en dicho código también e-

xisten otras reElas para la traltiteción de los juicios -

arbitrales que presentan muchas veces una forma rápida y 

de facil solución de conflictos. 

arbitraje o heterocomposición es una institución 

jurídica creada oor el estado para dar solución rapida a 

las pretensiones resistidas a través de una resolución -

llamada Laudo, el cual es dictado por un tercero ajeno e 

imparcial al conflicto, el cual tiene un carácter priva-

do, dicha oosibilidad de arbitraje es pactada por las -

partes y si faltare este pacto estaríamos frente a una -

conciliación, también llamada amigable composición. 

" Los juicios arbitrales pueden ser de estricto de-

recho, que son los que se llevan a cabo conforme a la -

ley o pueden ser de equidad, los cuales dan lugar al li-

bre arbitrio del juzgador, quien resuelve el caso concre 

to conforme a justicia." ( 11 ) 
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Diferencia entre proceso y procedimiento. 

Para distinguir con pulcritud la diferencia entre -

proceso y procedimiento, debemos entender que dicha dis-

tinción no es una discución sin importancia, por el con- 

trario dicha 	diferencia 	es un tema fundamental, ya - 

que muchos procesalistas y personas estudiosas del Dere-

cho utilizan estos términos como sinónimos, práctica po-

co recomendable dentro del campo jurídico, ya que ambos 

términos se refieren a situaciones distintas y no necesa 

riamente dependientes una de la otra. 

Primeramente debemos recordar que " la actividad -

que supone la satisfacción de pretenciones se muestra si 

empre como una actividad multiple, es decir, compuesta - 

por diversos actos que, por lo mismo, reciben el nombre 

de actos procesales." ( 12 ) 

Por lo tanto a la unión sistemática de esos actos -

procesales se le llama Procedimiento, y al conjunto de 

esos actos procesales encaminados a la satisfacción de -

pretensiones de una misma relación jurídica se le llama 

Proceso. 	consecuencia un procedimiento puede ser el - 

instrumento que lleve a la, realización de los fines que 

persigue un proceso o puede ser una fase o fragmento de 

éste. 
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.sí pues, ha quedado entendido que todo proceso re-

quiere para su desarrollo de un nrocedimiento y que dis-

tintos tipos de proceso nueden substanciarse por el mis-

mo procedimiento o procedimientos distintos pueden ser--

vir para tramitar procesos identicos, sin embargo no to-

do procedimiento conforma un proceso, porque existen pro 

cedimientos no procesales como por ejemplo dentro de las 

funciones estatales encontramos procedimientos legislati 

vos y procedimientos administrativos. 

dólo faltaría esnecificar que un procedimiento es - 

procesal cuando está encadenado con otros dentro del con 

junto de actos que conforman un proceso, y que dichos ac 

tos deben provenir de las partes, del órgano jurisdiccio 

nal y de los terceros. 
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:1 objeto del Proceso Laboral. 

Para comprender la parte medular de este tema, que 

es el estudio del objeto del proceso laboral, es indis--

pensable partir del origen causal del procedimiento ci--

vil, ya que el objeto de este procedimiento para obtener 

coercitivamente el cumplimiento de una pretensión resis-

tida es básicamente lo que ha dado origen a las demás -

teorías procesales y es por eso que a través de un estu-

dio comparativo podrámos establecer los fundamentos de -

los principios que rigen las normas procesales laborales. 

Así encontramos que los procesos civil, mercantil y 

aún el laboral tienen una semejanza extraordinaria, aun-

quesueden cambiar en algunos aspectos de su estructura, 

como por ejemplo, en materia laboral no se admiten recur.  

sos que nuedan generar una segunda instancia, al contra-

rio de lo que ocurre en materia civil y mercantil. 

Pero no es en la diferencia estructural de los di--

versos procesos en donde encontramos la esencia y princi 

cipios que rigen el derecho laboral, sino a través del -

estudio de los fines especificos de cada proceso, así cu 

ando se afirma la autonomía del derecho del trabajo, se 

sostiene generalmente que este derecho tiene principios 

nropioS y diferentes a los que inspiran otras ramas de -

la ciencia jurídica. 
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, ntundido lo anterior vemos que el aroceso civil, - 

tratandose de materia de contratos y obligaciones existe 

el principio de la vivencia de la autonomía de la volun-

tad, en al cual las partes contratantes crean la norma -

que ha de regirlas, dando orinen la violación de alguna 

de estas normas aor la contraparte al derecho que tiene 

la parte contratante que crea conculcado alguno de sus -

derechos plasmados en el contrato, a accionar al árgano 

jurídico competente, creado por el Utado en función a -

su cometido de protector de la 3eguridad Jurídica y por 

este motivo puede obligar a las partes a acatar esa ley 

impuesta por el acuerdo de voluntades, ya que siendo és-

te creación de las partes mismas, son ellas las que tie-

nen forzosamente que demostrar la existencia, finalidad 

y el sentido de su obligación. 

De lo antes expuesto resulta que en el derecho pro-

cesal civil existen dos principios fundamentales, los cu 

a les son: 

U de la igualdad formal de las partes; este princi 

nio se da porque existe una igualdad en la celebración -

del acuerdo de voluntades y se manifiesta en el proceso 

a través de una idéntica oportunidad para cada uno de 

los litigantes en demostrar en tiemnos iguales el senti-

do y dimensión de la obligación de su contraoarte; y el 

de que son las partes las que tienen que accionar ante -

el órgano jurisdiccional competente, pura cuidar sus in- 
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tereees nersonales involucrados en dicho lacto y al ana-

lizar las pretensiones de cada uno, valorando las prue-

bas ofrecidas, el renresentante del Estado llegará a una 

decisión, la cual puede ser cumplida con el apoyo del -

mismo Estado, ya que esta interesado en que dicho pacto 

se cumpla, para dar vigencia al cometido antes menciona-

do. 

En el derecho laboral, la situación actualmente es 

opuesta, aunque vemos que las relaciones de trabajo en -

la antigüedad se concibierón como: " Una forma del con--

trato de arrendamiento, tal corno lo habían eroclamado 

los jurisconsultos romanos. Una de tantas distinciones 

diabólicas estableció que en las relaciones de trabajo -

la cosa arrendada no era la persona, humana como tal, si-

no su energía de trabajo; así se salvaban téoricamente -

la libertad y la dignidad del hombre-trabajador y se a—

bría la posibilidad, ya sin menoscabo de su personalidad 

para que su energía de trabajo quedara regulada por las 

normas que regían los contratos y las obligaciones. se—

gún estos razonamientos, la energía humana de trabajo -

quedó reducida a una cosa que en nada se distinguía de -

los vehículos o de los animales." ( 13 ) 

Pero el constituyente de 1917 quitó al derecho ci—

vil la regulación de las relaciones de trabajo, aunque -

la Ley Federal del Trabajo de 1931 declaraba al derecho 

común entendido como el derecho civil, norma supletoria 
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cl .l derecho del trabjo, La cual con-;ideruba a la rela—

ción de trabajo, como un contrato sui generis y concibió 

al salario como una retribución que se estipula libremen 

te; pero no fue sino hasta que la Ley Federal del Traba-

jo de 1970 entro en vigor, que el derecho del trabajo al 

canzo su autonomía, desprendiéndose ésta de la idea de 

que el trabajo es una mercancía, idea que se encuentra 

consagrada en el artículo tercero de la Ley Federal del 

Trabajo vigente, el cual establece que: " El trabajo ... 

no es artículo de comercio, exige respeto para las liber 

tades y dignidad de quien lo presta..." 

Del análisis de todo lo anterior nos damos cuenta 

que los principios que rigen el proceso laboral tienen 

necesariamente que ser diferentes y hasta opuestos a los 

que rigen el nroceso civil, " Porque la norma que regula 

la relación de trabajo no tiende a cumplimentar una con-

vención obligatoria establecida por quienes están involu 

orados en dicha relación, sino que siendo la relación de 

trabajo la concretización a nivel individual del equili-

brio entre los factores de la producción, o sea entro el 

capital y trabajo, el interés del Estado como represen 

tante de la comunidad, es el de preservar dicho equili-

brio." ( 14 ) 

Equilibrio que se encuentra consagrado en el artícu 

lo segundo de la Ley Federal del Trabajo, cuyo incumpli-

miento nor narte de las personas involucradas en dicha 
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relación de trabajo, no sólo ofendería a éstas, sino a -

la propia comunidad, ya que el articulo quinto de la mis 

ma ley dispone: " Las disposiciones de esta ley son de -

orden público...", por lo que el interesado en el cumpli 

miento de estas normas es necesariamente el 	tado, ya - 

que es 41, el representante de la comunidad y en consecu 

encia es quien debe regir el proceso, para de esta mane-

ra poder determinar las medidas más eficaces para lograr 

el restablecimiento del equilibrio entre los factores de 

la producción. 

Este equilibrio sólo es posible conseguirlo, sí se 

consideran las caracteristicas individuales de los facto 

res que intervienen procurando ese equilibrio de fuerzas; 

así tenemos que ya que el factor capital es el que tie-

ne a su alcance mayores elementos que demuestren las si-

tuaciones específicas que surjen de la relación laboral, 

es este factor quien debe proporcionarlos al astado, co-

mo lo establece el artículo 804 de la LFT, el cual formu 

la una lista de documentos que debe conservar y exhibir 

en juicio el patrón, y el artículo 784 de la misma ley -

señala que de no presentar los citados documentos el pa-

trón, se presumirán ciertos los hechos alegados por el -

trabajador. 

De lo anterior, se deriva que en el derecho proce--

sal laboral, el principio de icualdad de lad partes no 

sea considerado en stricto sensu, ya que el principio - 
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que prevalece en relación a este asunto, oarte de la des 

i6ualdad económica que existe entre ambos factores, a de 

más de que en este proceso cuando trata de restablecer -

el equilibrio de los factores de la producción, las par-

tes no son las que lo impulsan, sino el Utado mismo, a 

través de su legislación procesal laboral que establece 

una serie de principios generales y de principios recto-

res en materia de trabajo. 



II. LAS PARTES &N EL PROCESO LABORAL. 
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" U hombre, nor su sola cualidad de hombre, es el 

titular originario y natural de los derechos y obligaci-

ones que brotan de las normas jurídicas, o de a cuerdo - 

con la terminología jurídica: el hombre, por su sola cua 

lidad de hombre, es persona." ( 15 ) 

La Ley Federal del Trabajo ha empleado el término -

persona física, para designar al hombre o mujer trabaja-

dor, pero paralelamente a este término existe el de per-

sona jurídica, que se refiere a las personas creadas por 

el orden jurídico, artículo 25 del CCDF; por lo que inde 

pendientemente de que la persona sea física o jurídica, 

es sujeto titular de derechos y obligaciones. 

Por otra parte Guasp dice que: " Parte es quien pro 

tende y frente a quien se pretende y precisa que se tra-

ta de un concepto procesal, ya que la calidad de parte -

la da la titularidad activa o pasiva de una pretensión." 

( 16 ) 

De esta manera, al tener los conceptos de persona y 

de parte, quiero proponer un concepto de la misma visto 

desde su sentido material, así: Parte es la persona que 

orocesalmente es poseedora de una pretensión resistida y 

también lo es, la persona da quien se pretende. atendi-

endo este concepto que independientemente que alguna de 

ellas o ambas constituyan una parte compleja, es decir, 

en la que dos o más personas se encuentrán unidas por u- 
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na situaci6n de colaboración, también pudiendo ser perso 

nas físicas o jurídicas, que tangan un interés común. 

Por regla general la Ley Federal del Trabajo, utili 

za el término partes, cuando se refiere a ambas, quien 

pretende y de quien se pretende, y actor o demandado cu-

ando se refiere a una parte en especial, asi mismo a qui 

enes participan en el proceso en función de un interés -

distinto al de las nartes los denomina terceros; el inte 

rés de las partes se encuentra plasmado en el articulo -

689 de la LFT, el cual seíala que son partes las perso-

nas físicas o morales que acrediten su interés jurídico 

en el proceso y ejerciten acciones u opongan excepciones. 

Por otro lado, es necesario en este estudio hacer -

la distinción entre parte en sentido Material y parte en 

sentido Formal, ya que la Ley Federal del Trabajo vigen-

te, distingue entre una y otra al mencionar en su artícu 

lo 692 que las partes podrán comparecer a juicio en for-

ma directa o por conducto de apoderado legalmente autori 

zado. 

Parte en sentido material es aquella persona que se 

constituye en actor o demandado y que provoca la inter--

venci6n de un órgano jurisdiccional para solucionar un -

conflicto y dicha solución o sentencia afectará de mane-

ra favorable o no a tales partes, nor otro lado parte en 

sentido formal, son aquellas personas que actuan en jui- 
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cio, pero sin que recaigan personalmente en ellas los e-

fectos de la sentencia dictada, aqui encontramos a los -

representantes voluntarios y los legales. 
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La función de las partes según el tino de procedimiento. 

La actuación de las partes dentro de un nroceso de-

terminAo es consecuencia de las normas jurídicas recto-

ras del mismo, por lo tanto si el propósito del procedi-

miento es lograr establecer que derechos son los que se 

reclaman y ello proviene de lo que las partes establecie 

rón como ley entre ellas a través de un acuerdo de volun 

tades como es el caso del proceso civil cuando se enfoca 

a la materia de los contratos, es indudable que la vincu 

laci6n jurídica entre las partes no se establece a tra-

vés del procedimiento accionado, sino que es anterior a 

éste y consagrada tal vinculación por su propia voluntad. 

Por otro lado en el proceso laboral no se trata de 

averiguar a través de un orocedimiento que derechos han 

sido establecidos y violados por las partes, sino qué he 

chos han sucedido en una relación de trabajo y que la -

ley laboral los considera contrarios a los fines de or-

den público que la propia ley persigue rara determinar -

cual es la conducta que el demandado está obligado a se-

guir en favor del actor. 

Habiendo estudiado la función de las partes en el -

proceso laboral, es oportuno conocer la clasificación de 

los sujetos que intervienen según el tipo de la relación 

de trabajo, porque en estas relaciones es en donde se de 

senvuelve la conducta de los sujetos que posteriormente 
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se pueden combertir en partes de un proceso laboral. 

" 	arecho del trabajo conoce una clasificación - 

que tiene por base la distinta manera de ser de las reta 

ciones de trabajo, de tal manera que las'personas se di-

ferencian según que participen en relaciones individua--

les o colectivas, ésto es :según que entre únicamente en 

juego el interés particular de uno o varios trabajadores 

o que haga acto de presencia el interés de la comunidad 

obrera." ( 17 ) 

Por lo que el trabajador como persona física, sólo 

puede intervenir en una relación individual de trabajo y 

nunca ser titular de intereses y derechos colectivos, ya 

que ésto le corresponde a los sindicatos y coaliciones o 

breras. 

Por parte de los empresarios, el sujeto individual 

de la relación de trabajo lo es el patr6n, quien puede -

estar constituido en una persona moral o en una persona 

física, recordando que en caso de persona moral estará -

representado por el director o gerente general de la mis 

ma, y en caso de estar sindicalizado el patr6n se consi-

deraría al sindicato como su representante en juicio, en 

el caso de que dicho patr6n no se haya desistido de esa 

representación. 
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La causa de legitimación activa en el promovente. 

La legitimación jurídica se manifiesta de dos for--

mas, como legitimación de fondo o causal, la cual es la 

que tiene toda parte material y esta ligada con la capa-

cidad de goce, asi un nt:lo o un enajenado mental tienen 

legitimación ad causam en cuanto son titulares de un de-

recho subjetivo, por ejemplo el derecho que tienen a a-

limentos, pero ni el nifto, ni el enajenado mental tienen 

caoacidad de ejercicio por lo que no podrán en este caso 

procurarse de manera personal esos alimentos a través de 

accionar ante un órgano jurisdiccional, lo que se tradu-

ce en falta de capacidad procesal o sea, la que tienen -

los sujetos legalmente autorizados para actuar validamen 

te en un nroceso por sí o en representación de otros, co 

mo es el caso de la actuación de una parte formal, lo cu 

al es resultado de la leiitimeción procesal o ad proce--

ssum. 

También la legitimación puede ser activa o pasiva, 

la primera es la facultad que posee un sujeto para ini---

ciar un proceso, es decir para actuar en él, y la segun-

da se refiere a la facultad que posee la contraparte pa-

ra contradecir en el mismo proceso; dichas facultades de 

ben ser legales, o sea que ambas partes puedan validamen 

te ejercitar sus derechos pretendiendo ante una autori-

dad competente. 
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Cuando el titular del derecho es inhábil o incapaz, 

decir que goza de legitimación ad causam pero carece 

de la ad processum, el derecho da la nosibilidad de que 

un tercero nueda actuar válidamente en un proceso a nom-

bre del incanaz; dicho tercero nuede ser quien ejerza la 

patria potestad o en su caso un tutor o un curador, el al 

bacea, el agente del ministerio náblico o en materia la-

boral el procurador designado de la Procuraduría de la -

Defensa del Trabajo. 3in olvidar que tratandose de la re 

presentación en proceso de una persona moral, quien po--

see la personería para representarla es el apoderado le-

galmente autorizado. 

Sea cual sea el nombre que se le quiera dar a ese -

representante, lo cierto es que " ese tercero tiene ante 

todo que afirmar y confirmar su calidad de legítimo pre-

tensor, pero si ocurriera que alguno no está designado - 

jurídicamente para nretender por el titular, se puede de 

cir que no está legitimado." ( 18 ) 

Por eso cuando estas personas acudan a un proceso, 

lo primero que se deberá de verificar, es sí pueden pre-

tender para el titular del derecho conforma a lo que es-

tablezcan las norma de cada proceso en particular. 

De todo lo :interior se deduce que la causa de legi-

timación activa en el promovente en materia laboral, es 

la propia relación de trabajo, ya ome ésta reviste de - 
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eficacia legal las pretensiones del actor, que es lo que 

hace nosible jurídicamente qua el promovente excite la -

actividad de las Juntas; cero también 19. relación de tra 

bajo nueda legitimar las nretensiones contrarias a las -

del actor, en cano de lue haya existido reconvención. 
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La personalidad y capacidad jurídica del nromovente. 

La palabra persona proviene del latín Personare que 

quiere decir, personificar o personaje, pero en la actua 

lidad esta palabra se refiere al ente sujeto de derechos 

y obligaciones, aunque no tenga una existencia individu—

al física, sino que dicho ente puede ser una sociedad le 

galmente constituida, nor lo que hay que distinguir en--

tre persona física y nersona moral. 

Como anteriormente había señalado la persona física 

es el ser humano, hombre o mujer capaz de derechos y o—

bligaciones, aunque esta ultima cualidad no siempre se —

dé en la misma. 

En relación con la persona física tenemos su perso—

nalidad o aptitud para ser sujeto activo o pasivo de re—

laciones jurídicas y es aquí que la doctrina admite que 

esta capacidad presenta dos manifestaciones que son, la 

idoneidad para tener derechos, conocida como capacidad —

de goce o abstracta y la idoneidad para ejercitar dichos 

derechos, llamada capacidad de ejercicio o concreta. 

Es necesario señalar la. distinción entre personali—

dad y capacidad, ya que éstas son ideas muy afines; la — 

nersonalidad " es la aptitud para ser sujeto de derechos 

y obligaciones en general ", y la canacidad " se refiere 

a derechos y obligaciones determinados." ( 19 ) 
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La limitación de la capacidad de derecho conocida —

como incapacidad, se clasifica en natural y legal, aun--

que dicha distinción no la maneja claramente el código —

civil en su artículo 450, en realidad la incapacidad na—

tural es la que deriva de la falta de edad ' de una en—

fermedad y la, incapacidad legal es la que se funda en 

las demás causas establecidas por la ley, como son; los 

sordo—mudos que no saben leer ni escribir, los ebrios 

consuetudinarios y los que usan habitualmente drogas e—

nervantes, por otro lado la interdicción es un estado es 

pecial de las personas que constituye una incapacidad pa 

ra realizar determinados actos civiles y se produce en —

virtud de una resolución judicial que puede ser civil o 

penal. 

Para el estudio de la materia de esta tesis hay que 

distinguir que la capacidad laboral de ejercicio de las 

personas físicas se adquiere a distinta edad, la cual es 

menor que la necesaria para adquirir dicha capacidad en 

materia rivil, así tenemos que el artículo 691 de la LFT 

nos dice que los menores trabajadores tienen capacidad —

para comparecer a juicio sin necesidad de autorización —

alguna, entendiendo como menor, a los trabajadores mayo—

res de catorce anos, artículo 22 de la LPT, a demás es —

importante hacer notar que existen trabajos prohibidos —

para estos trabajadores por razones de salud, como ejem—

plo de lo anterior tenemos que se prohibe trabajar a los 

menores de 18 anos en calidad de panoleros o fogoneros y 

en trabajos nocturnos industriales. 
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La capacidad jurídica de las persons físicas como 

lo e3tablece el código civil, 3e adquiere por el nacimi-

ento, pero desde que el individuo es concebido entra ba-

jo la protección de la ley; oor otro lado la capacidad -

jurídica de las personas físicas se pierde con la suerte. 

Las personas físicas no son las únicas que existen 

como sujetos de derecho ya que también las personas lla-

madas morales son consideradas sujetos de derechos y o--

bligaciones, pero con la diferencia de que cuando actuan 

y se obligan lo hacen a través de los órganos que la re-

presentan, sea por disposición de la ley o conforme a -

los estatutos de su escritura constitutiva. 

U código civil en su articulo 25 establece de mane 

ra clara a quienes considera personas morales, pero en -

el ámbito de las relaciones laborales del sector produc-

tivo no pueden ser consideradas partes la Nación, los 'Ss 

tardos y Municipios salvo que la relación con sus trabLja 

dores sea de carácter puramente civil, ya que las rela—

ciones laborales que guardan estas personas con sus tra-

bajadores de base quedan sometidas al régimen del aparta 

do "B" del artículo 123 constitucional; por otra parte, 

" ello no quiere decir que no puedan ser partes en un -

proceso laboral en condición de autoridades responsables 

tal como lo prevé el articulo 5 fracción II de la LA." 

( 20 ) 
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La personería del representante. 

3i la personalidad es la suma de todos los atribu--

tos jurídicos de una persona, o sea el conjunto de sus -

derechos y obligaciones, no seria conveniente usar ese -

término para referirse a la renreeentación procesal, por 

que ambas son caracteristicas que sólo se pueden presen-

tar en nersonas distintas en relación a un mismo negocio 

jurídico, por lo tanto es más acertado emplear el térmi-

no Personería para referirse a la legitimación procesal 

del representante legal o apoderado de una de las partes. 

Frecuentemente un acto jurídico es llevado a cabo -

por una persona distinta de la interesada, dicha situaci 

ón es necesaria cuando el interesado no nuede estar pre-

sente en el lugar y tiempo .ronde ha de realizarse un ac-

to que necesita de su presencia, sin ser personalísimo -

como lo seria el otorgamiento de un testamento, la ausen 

cia en los actos jurídicos por Darte del interesado se -

puede deber a muy diversas causas, entre las más comunes 

destacan que el interesado se encuentre de viaje, preso 

o enfermo, aunque también por que no quiera encargarse 

personalmente de su asunto 9 por su falta de pericia ca-

ra llevar a buen término un proceso determinado, as/ mis 

mo cuando dicho interesado se encuentre imposibilitado -

legalmente cara comnrender las dimensiones del acto que 

deba realizar cona ocarre con los ILOLOV3 cíe ekind y can 

las personas sobre las que recae una resolución judicial 
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de interdicción; esa persona distinta (te la interesada - 

que realiza un acto jurídico nor cuenta y mandato de la 

otra o por di ► posición de la ley, recibe el nombre de Re 

Presentante. 

Así tenemos que según el maestro Trinidad García -

" La representación en su más amplio sentido, envuelve -

la actuación en nombre de otro; por lo que, el que cele-

bra materialmente el negocio es el representante y aquél 

en cuya persona o patrimonio repercuten los efectos del 

negocio celebrado en su nombre, es el representado." 

( 21 ) 

Para Rafaél Rojina Villegas, la representación es; 

una institución jurídica en virtud de la cual, fundada 

en elementos de hecho convencionales o legales, una per-

sona tiene el poder de realizar directamente, por cuenta 

de otra operaciones materiales y jurídicas." ( 22 ) 

Para empezar el análisis jurídico de asta figura, -

debemos entender que existen varias teorías que tratan -

de explicar su naturaleza jurídica, pero ninguna es to--

talmente aceptada por la doctrina, porque las que dierón 

una solución correcta para justificar la representación 

voluntaria, fueron inadecuadas para explicar la represen 

tación legal y viceversa, a demás de que una teoría afir 

ma que el representante as sólo un mensajero. 

La teoría de la ficción, afirma que los negocios ju 
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rídicos son celebra dos personalmente y con su orppia vo-

luntad por el representado, no obstante no estar presen-

te en el acto de la celebración. 

Le teoría del nuncio nos dice que el representante 

no es otra cosa más que un mensajero de su representado. 

La teoría de la substitución real de la personal i--

dad del representado por la del representante, segón es-

ta teoría es la voluntad del representante substituyéndo 

se a la del representado la que participa directa y real 

mente en la formación del contrato, que producirá sus e-

fectos en el patrimonio y persona del representado; pero 

esta teoría no explica por qué la voluntad del represen-

tante va a obligar al representado, a demás en la repre-

sentación voluntaria no existe la substitución absoluta 

de voluntades. 

La utilidad social y jurídica de la representación 

coincide con los diversos tipos en que se puede manifes-

tar ésta, por lo que primero analizaré su utilidad y des 

pués realizaré el estudio individual de cada clase de re 

presentación. 

a. La utilidad de la representación voluntaria es facili 

tar a través de la intervención del representante la rea 

lización de relaciones jurídicas entre el representado y 

otra u otras personas o instituciones, salvando dificul-

tades de tiempo, distancia y falta de experiencia. 
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b. La utilidad de la representación legal la encontramos 

en que ésta conforma una institución auxiliar de la inca 

oacidad de ejercicio de las personas fíaieas a través de 

la nutria note stad o de la tutela, en relación con las -

personas morales quienes necesariamente necesitan valer-

se de una nersona física renresentante legal, mira poder 

actuar ejercitando derechos y obligandose, ésto se da 

por la misma naturaleza de la persona moral. 

c. La utilidad de la renreeentación oficiosa, antes de -

mencionar a que se refiere esta representación es conve-

niente hacer notar que la mayoría de los doctrinarios -

del derecho no la consideran como una representación en 

el sentido estricto de la palabra, ya que el código ci-

vil la reglamenta como una fuente extracontractual de o-

bligaciones, sin embargo considero que el presente traba 

jo de investigación se enriquece con el estudio de esta 

clase especial de representación, ya que el artículo 49 

del C?CDF establece: " Si se presentare por el ausente -

una nersona que nueda comparecer en juicio, será admiti-

da como gestor judicial.", este artículo le da carácter 

de representante oficioso en juicio a ese tercero. 

La representación oficiosa también conocida como -

gestión de negocios, es la intervención voluntaria en un 

asunto ajeno sin que medie mandato de ningún tipo y sin 

estar obligado a ello, ()ara evitar un dado inminente al 

dueño del negocio, al reelecto el código civil en su ar- 
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tículo 1396 dispone que el que sin mandato ( representa-

ción voluntaria ) y Sin estar obligado a ello ( represen 

tación legal ), se encarga de un asunto de otro, debe o-

brar conforme a los intereses del dueño del negocio, qui 

en conforme al artículo 1903 del COF debe cumplir las o 

bligaciones que el gestor haya contraído a su nombre. 

'¿:n la gestión judicial es requisito indispensable -

para darle curso a la demanda, que el gestor otorgue cau 

si6n suficiente a juicio del juez para garantizar los -

gastos y costas que origine el juicio en el caso de que 

el dueño del asunto no ratifique la gestión y por lo tan 

to se haya llevado inútilmente a juicio al demandado. 

A manera de ejemplo un caso de representación ofici 

osa se daría cuando el pariente de un ausente pide a un 

abogado que cobre judicialmente un documento de crédito 

nominativo a favor del ausente, ya que dicho titulo de -

crédito esté a punto de prescribir, por lo que el aboga-

do tendrá que promover en juicio con el carácter de ges-

tor judicial oficioso del titular del crédito. 

La representación legal o forzosa, tiene el carác-

ter de necesaria y en muchos casos de inexcusable, irre-

vocable por el representado, con su origen en la norma -

jurídica y en algunos casos reforzada por los estatutos 

de la nersona moral y de índole general en cue=nto a los 

actos jurídicos del representado. 
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Como casos Trd,s frecuentes de reoresntación legal - 

tennos: 

- La de los menores no emancipados, »lienes necesitan de 

tutor, sino existe quien ejerza la patria potestad sobre 

ellos. 

- La de los emancipados, quienes necesitan de tutor para 

realizar o intervenir en negocios judiciales. 

- La de los incapaces o incapacitados sujetos a tutela o 

-curatela. 

- La de los trabajadores menores de edad, a través de 

procurador de la defensa del trabajo. 

- La de los ausentes, en caso de que no se presente a ju 

icio gestor judicial. 

- La de los concebidos, en cuanto les pueda ser favora-

ble en tanto tienen la consideración de nacidos. 

- Las personas jurídicas en general, a través de apodera 

do o representante legal, en materia laboral tratándose 

de empresas o establecimientos quien ejerza funciones de 

dirección o administración en la misma. 

- Sil las quiebras, el síndico. 

La representación voluntaria o convencional es de o 

rigen personal, de libre aceptación por el representado, 

esencialmente revocable y sujeta a las instrucciones del 

representado, esta representación se otorga mediante el 

contrato de mandato, el cual puede ser por escrito y fir 

orado ante dos testigos, o verbal para asuntos que no ex-

cedan de docientos cosos, actualmente veinte centavos de 

un nuevo peso. 
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,.rtícuio 254b del OCDF, define al mandato como -

el contrato 2or el que el mandatario se obliír,a a ejecu--

tar nor cuenta del mandante los actos jurídicos que éste 

le encarga. A la narsona que otorga el mandato se le lia 

ma mandante o noderdante y a quien va a ejercerlo se le 

llama mandatario o apoderado. 

" 21 mandato puede ser representativo, cuando el -

mandatario obra frente a terceros en nombre y oor cuenta 

del mandante ", por ejemplo el mandato que necesariamen-

te se otorga al corredor de bienes raices; también puede 

ser " No representativo, cuando el apoderado obra sólo -

por cuenta por cuenta del ooderdante, más no en su nom--

bre, pués actua frente a terceros como si el negocio fue 

ra suyo y no del mandante ", por ejemplo cuando en una -

compra-venta no es necesario que se entere el comprador 

que el bien vendido, se lo vendí° la nersona en carácter 

de representante. ( 23 ) 

21 mandato judicial es la manera más común de per--

feccionar la representación procesal, ya que es un con--

trato por medio del cual una persona llamada mandante, -

confiere a otra llamada mandatario o procurador, una re-

presentación en un proceso para que actue en nombre y re 

nresentaci6n de su mandante. 

el mandato judicial hay que tener en cuenta que: 

" No hay oroblema, cuando el mandato se celebra entre - 
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dos personas físicas pués dnicamente se exige que ambas 

gocen de canacidad de ejercicio, paro cuando el mandato 

es otorgado nor una persona moral anchas veces la repre-

sentación no está correctamente fundada, ya que los pode 

res otorgados por las personas colectivas, deben anali-

zarse para determinar sí provienen de las personas auto-

rizadas para otorgarlos, y si estas personas a su vez se 

encuentran debidamente legitimadas para hacerlo y así, -

hasta llegar a la constitución de la persona colectiva." 

( 24 ) 

código civil reglamenta detalladamente el manda-

to judicial estableciendo las nersonas que no pueden ser 

procuradores en juicio como los incapacitados y los ser-

vidores de la administración de justicia en ejercicio 

dentro de los límites de su jurisdicción; dicho código -

también especifica que el mandato debe ser otorgado en .4 

escritura oáblica o en escrito presentado y ratificado -

por el otorgante ante el juez de los autos, a demás tam-

bién reglamenta los casos en que el procurador necesita 

de cladsula especial rara desistirse, transigir, compro-

meter en árbitros, absolver y artícular posiciones, ha--

cer cesión de bienes, recusar y recibir pagos; el código 

también menciona obligaciones del procurador como la de 

no poder admitir mandato de la. parte contraria y la obli 

gavión de guardar el secreto profesional, a demás de que 

dicho código en su artículo 2590 establece que sí el pro 

curador no cumple con estas obligaciones quedar sujeto 

a lo que dispone el código penal. 
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Al respecto el código nenal, establece en su articu 

Lo 	una sanción de uno a cinco anos, multa da 50 a - 

5)0 nesos y slsnensión de profesión de dos meses a un a-

do, si dicho nrocurador no guarda el secreto profesional 

a demás también en sus artículos 231 y 232 fracción 1 es 

tablece las sanciones por patrocinar o ayudar a diversos 

contendientes con intereses onuestos, en un mismo nego—

cio o negocios conexos o cuando se acepte el patrocinio 

de alguno y se admita después el de la parte contraria, 

las citadas nenas alcanzan los tres ahos de prisión y la 

suspensión de profesión de un mes a dos anos a demás de 

una multa, pero el código nenal también establece otras 

conductas de los representantes que constituyen un deli- 

to. 

Por otro lado el código civil especifica las formas 

de terminar el mandato, ya sea a través de la revocación 

del mismo, por renuncia del mandato, por muerte o inter-

dicción de alguno de los contratantes, por vencimiento -

del plazo o por conclusión del negocio entre otros. 

:3610 queda mencionar, que no obstante la renresenta 

ción es admisible en la mayoría de los negocios jurídi—

cos, inclusive para contraer matrimonio y reconocer hi-

jos, existen negocios en los que por su nropia naturale-

za se requiere la intervención nersonal del interesado, 

como es al caso del otorgamiento de un testamento nor -

ser un acto personalisimo, en los divorcios las juntas - 
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de z;veniencia y n 1H. etapa conciliatoria, de los nrocedi 

mientos ordinario y 	necial ante las las Juntas de Con- 

ciliación ,y Arbitraje. 



III. ANTICED3NTES HI3TORI003 BN MEXIO0 1)J LA PIGURA DE 

LA REPRESENTACION. 
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t?.1 estudio del derecho procesal mexicano y en espe-

cial de la figura jurídica de la representación desde el 

punto de vista histórico, no sería lógico realizarlo sin 

tener un conocimiento por lo menos general de la evolu-

ción del derecho español y de algunas de sus institucio-

nes jurídicas en la Nueva España; ésto se explica por 

que gran parte del derecho español se aplicó en la Nueva 

España desde la conquista hasta el México independiente, 

prueba de ello es que la legislación procesal civil de -

esta etapa está inspirada preponderantemente y tiene sus 

raíces en el derecho procesal español, incluso los códi-

gos actuales muestran su influencia. 

De la mayor importancia para comprender la influen-

cia del derecho español en la evolución de la figura de 

la representación en el derecho procesal mexicano, es el 

estudio que hace José Becerra Bautista en su obra titula 

da " El proceso civil en México." en la cual señala, que 

en la legislación de Las Siete Partidas se reunieran las 

leyes de los emperadores romanos dadas a conocer por los 

glosadores italianos, los derechos de los sumos pontífi-

ces a demás de las costumbres y usos españoles y que fué 

Fernando III quien tuvo la idea de formar un cuerpo de -

leyes generales y para ello nombro un consejo de doce ea 

bios, pero no pudo concluir esta obra en vida, por lo -

que encargo su continuación a su hijo Alfonso X. Iste c6 

digo también llamado Septenario, libro de las posturas o 

de las leyes se terminó el 23 de junio de 1263, pero fué 
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sancionado en 1348 por Alfonso XI. 

La tercera partida, tiene un título introductorio -

que se refiere a la justicia; el título IV habla de los 

jueces et de las cosas que deben facer et guardar; los -

títulos II y III se refieren, del demandador y demanda--

dos a demás de las cosas que deben catar, y los títulos V 

y VI mencionan todo lo referente de los personeros y abo 

godos. 

Otra obra jurídica que también se debe al rey Alfon 

so X, el sabio, es El Fuero Real de 1255, que en su li--

bro primero se refiere a jueces, abogados y procuradores 

judiciales. De lo anterior, nos damos cuenta que la re--

presentación en juicio es un tema que no ha sido olvida-

do por las diversas legislaciones españolas, las cuales 

han influido en nuestro sistema legal a través de la co-

lonización española y de sus diversas instituciones jurl 

dices. 

1.1n el presente estudio histórico no se trata el de-

recho precolonial o prehispánico, ya que las relaciones 

que conocemos como civiles y los procesos entre los natu 

ralee americanos antes de la conquista estaban regidos -

por reglas de carácter religioso y consuetudinario, ade-

más de que dichas reglas no fuerón tomadas en cuenta por 

los españoles en su basto ordenamiento jurídico, dictado 

para regir sus reinos; salvo casos muy excepcionales co- 
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mo la "mita", que tiene un origen inca, dicha figura fué 

admitida transitoriamente por la administración española 

y se refiere a un trabajo forzoso en labores de utilidad 

pública por parte de los indígenas. 
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Epoca colonial. 

Comprende este periodo la conquista y por consigui-

ente la colonización del Reino de la Nueva España. Los - 

tratadistas que se han ocupado de las fuentes del dere--

cho correspondientes a este periodo distinguen entre las 

fuentes españolas que estuvierón vigentes, a las Leyes -

de las Siete Partidas, la Nueva y Novísima Recopilación 

y las Ordenanzas de Bilbao, éstas últimas relativas al -

derecho mercantil; también estuvierón vigentes ordenami-

entos dictados especialmente para la Nueva España y natu 

ralmente para el territorio que hoy abarca la República 

Mexicana, entre estos tenemos a las Leyes de Indias, la 

Recopilación de las mismas, las Ordenanzas de Intenden-

tes de 1780 y especialmente las Partidas de Alfonso X, -

las cuales estuvieron vigentes hasta la promulgación de 

la legislación civil nacional. 

El rey Carlos II de España promulga el 18 de mayo -

de 1680 la Recopilación de las Leyes de Indias, la cual 

fue realizada por el Real y Supremo Consejo de Indias y 

con ello se dota a los reinos hispano-americanos de un - 

cuerpo general de leyes, el cual consta de nueve libros, 

divididos en 218 títulos con un total de 6447 leyes, las 

cuales muestran la preocupación por parte de la corona -

de espada, de proteger a los nativos de los reinos con--

quistados y a los ciudadanos españoles que poblaron los 

mismos. 
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De los nueve libros de que consta la Recopilación, 

son importantes para este estudio: 

E libro nrimero, contiene en 24 títulos toda la le 

gislación vigente en materia eclesiástica y de mixto fue 

ro COMO es el caso de la inquisición, en uno de dichos -

títulos menciona: "... según una ley de Recesvinto, los 

obispos tenían, nor autoridad divina el cuidado de amo--

nestar con paternal piedad a aquellos jueces que con ma-

los juicios opriman a los pueblos." ( 25 ) 

Del contenido de dicha norma eclesiástica se des---

prende que una de las multiples funciones divinas de los 

obispos era el cuidado y representación de los derechos 

de todo aquel que se veía en la necesidad de ocurrir an-

te un juez. 

El libro segundo, se encuentra distribuido en 34 t/ 

tubos en los que trata de las distintas formas de legis-

lación indiana, además de los preceptos que regulan las 

Audiencias de Indias y el Real y Supremo Consejo de In--

dias. 

Por lo que respecta a las audiencias, eran los Tri-

bunales Superiores de la Administración de Justicia en -

las Indias Occidentales y Orientales los lugares en que 

los jueces escuchaban a las partes litigantes que podían 

ser indigenas o españoles y tras el estudio y ofrecimien 

to oportuno de las pruebas, dichos jueces pronunciaban - 
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su fallo. Los abogados que litigaban en las Audiencias, 

se regían gor lo dispuesto en el título 24 de este libro 

el cual dispone: " Para ser admitido como abogado en cu-

alquier Audiencia de Indias, debían ser examinados por -

la propia Audiencia, previa pasantía de cuatro arios y -

después de haber recibido el bachillerato. Todos los es-

critos debían ser firmados nor abogados y los honorarios 

de éstos estaban fijados en aranceles aprobados por la 

propia Audiencia." ( 26 ) 

hl Real y Jupremo Consejo de Indias, era la institu 

ción encargada de redactar y proponer al rey toda clase 

de disposiciones legales, llevar a cabo las tareas reco-

piladoras de las disposiciones indianas y darlas a cono-

cer, a demás de resolver algunas causas privilegiadas en 

las que eran parte los huérfanos, las viudas y las coreo 

raciones, por ser este Consejo de Indias el Tribunal Su-

premo de la Administración de Justicia Civil y Criminal 

en las Indias Occidentales y Orientales, ya que dichas -

causas llamadas de corte, no admitían apelación. 

ta libro tercero, consta de 16 títulos que preferen 

temente tratan sobre la institución virreinal y la de -

los presidentes-gobernadores; en cuanto al virrey para - 

todo está facultado, menos para otorgar concesiones de -

títulos de ciudades, legitimar hijos y dar cartas de na-

turaleza, 'ato porque las atribuciones de los virreyes -

responden a los distintos títulos que ostentan, así por 
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su título de vicenatrono eclesiástico, a el virrey le es 

tá particularmente encargada: "...la cristianización y -

la civilización occidental de los indios, a través de su 

cometido de velar especialmente por el cumplimiento de -

todas las disposiciones dadas en beneficio de los natura 

les." ( 27 ) 

1!Intre las citadas disposiciones encontramos la del 

19 de octubre de 1514, expedida por Fernando V, la cual 

consagra el principio procesal de "verdad sabida en fa--

vor de los indigenas", este principio nace de la necesi-

dad de los naturales de que alguien los auxilie en jui-

cio, ya nue por su extrema pobreza e ignorancia, no podi 

an recurrir a un abogado que los representara. 

Como algunas atribuciones de los presidentes-gober-

nadores vemos que les competía: " La imposición de penas 

y el castigo de los pecados públicos a demás de que co-

rre a su cuidado velar por el buen tratamiento de los in 

dígenas." ( 28 ) Así, si un natural se hacia acreedor a 

una pena infame impuesta por su natrón, el cual se consi 

deraba como su amo y señor, el presidente-gobernador es-

taba facultado si a su criterio la pena era notoriamente 

excesiva, de reducir ésta e incluso de pedir el indulto 

al virrey, en caso de que el indígena haya sido injusta-

mente culpado. 

'U libro sexto consta de 19 títulos y comprende to- 
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dos los preceptos que estuvier6n vigentes relativos a -

las multiples cuestiones que afectaban a los naturales, 

por lo que dicho libro es importante ya que refuerza los 

libros primero y tercero comentados con anterioridad, a-

demás de que en uno de sus títulos cita a la Real Cédula 

del 24 de noviembre de 1601 que regulaba cuestiones del 

libre trabajo de los indios como la libre contratación -

laboral, edad, jornada y la prohibición de todo servicio 

personal impuesto y todo trabajo forzado, por ser opues-

to a la cristianización de los naturales y a su condi—

ción de hombres libres, pero les incita a trabajar volun 

tariamente; aunque es cierto que todas estas leyes eran 

protectoras de los naturales, también lo es que no fun—

cionaban en la realidad, por falta de instrumentos efec-

tivos para hacerlas cumplir y para investigar su viola—

ción, a demás de la ignorancia de las mismas; atenta a 

este problema la Corona 'Ispahola declara que es su volun 

tad encargar a los virreyes, presidentes y audiencias el 

cuidado de los indígenas, por lo tanto, por disposición 

real dichas instituciones tenían como deber primordial -

cuidar que no sean violados los derechos de los natura--

les, tanto en juicio como fuera de 11. 

.11 libro noveno está comouesto de 	títulos, en - 

los que incluye toda la legislación vigente sobre comer-

cio y navegación indianos; en este libro se hace mención 

de gran harte de las Ordenanzas de Bilbao hasta el año - 

de 1679, ya que las Ordenanzas fuerOn aplicadas durante 
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todo el tiempo qua funciono an MáÁico el Tribunal del -

Consulado, el cual conocía da todos los litigios surgí--

doe entre los mercaderes matriculados. 

sl nrocedimiento ante el Consulado era sumario, de 

preferencia verbal y conciliatorio, nor lo que prohibía 

a las nartes que se asistieran de abogados, tampoco se -

permitían libelos y escritos de abogados para no dar lu-

gar a dilaciones en el procedimiento y evitar malicias, 

por lo que para admitir cualquier escrito de las partes, 

éstas debían declarar bajo juramento no haberse asesora-

do por un abogado. 
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México independiente. 

La independencia de yiléxico no tuvo como consecuen—

cia inmediata qua dejara de regir en su totalidad la le-

gislación española en el nuevo ImperWexicano, ya que -

ésto no era posible, ni deseable, porque no se puede im-

provisar todo el ordenamiento jurídico que rige a un pa-

ís. Por lo anterior el naciente gobierno mexicano expi—

dió el 23 de mayo de 1837 una ley que ordenó se siguiera 

aplicando la legislación española en lo que no se opusie 

ra a la nacional; así las relacionas jurídicas y las ac-

tuaciones de los tribunales se rigieron primeramente por 

las leyes expedidas por el gobierno mexicano y supleto--

riamente por las de las Cortes de Cádiz que estuvieron -

vigentes en México hasta el 27 de septiembre de 1821, - 

por la Ordenanza de Intendentes, la Novisima Recopilaci-

ón, la Recopilación de Indias y las Siete Partidas; en -

materia de comercio las Ordenanzas de Bilbao continuaron 

aplicándose hasta que se publicó el Código de Comercio -

de 1884. 

Por lo que respecta a la distinción entre abogado y 

procurador, "el Arancel del 12 de febrero de 1840, ya -

regulaba los honorarios de ambos profesionistas, y en -

18b7 el Presidente Juárez expidió el Arancel de los agen 

tes de negocios." ( 29 ) 
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Por otra narte el Código civil de 100 estableció -

que la prestación de servicios no era equiparable al con 

trato de arrendamiento, pues el hombre no es igual a una 

cosa, además en ese mismo titulo se reglamentó el manda-

to, el ejercicio de las profesiones y el contrato de ser 

vicios. 
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Código civil de 1884. 

La revisión del Código civil de 1870 se hizo necesa 

ría por el decreto de 14 de diciembre de 1883, el cual -

autorizó al Ejecutivo de la Unión para promover la refor 

ma del citado ordenamiento, el cual se redujo a 2823 ar-

ticulos de un total de 4126. 

El artículo 2416 disponía que " Mandato oficioso o 

gestión de negocips comprendían a todos los actos que -

por su oficiosi(. al, o sea sin que existiera mandato ex--

preso, sino sólo presunto, desempeña una persona a favor 

de otra que está ausente o impedida de atender a sus co-

sas propias." Así mismo el artículo 189b disponía que -

" El que sin mandato y sin estar obligado a ello se en--

carga de un asunto de otro, debe obrar conforme a los in 

tereses del dueño del negocio," quien conforme al articu 

lo 1903 debía cumplir las obligaciones que el gestor ha-

ya contraído a nombre de él, además este código sólo ad-

mitía la gestión de negocios del demandado, ya que su ar 

tículo 43 prohibía la gestión judicial para representar 

al actor, lo que significa que dicho Código civil le o--

torgaba el carácter de mandato oficioso a la gestión de 

negocios, aunque fuera sólo a favor de una parte. 



Legislaciones estatales. 

S1 gobernador del Estado de kéxico a través de la -

legislatura de su estado, dictó una ley el 30 de abril -

de 1904 en la que estableció la obligación de prestar a-

tención médica y pagar salario a los trabajadores, hasta 

por tres meses en caso de accidente por riesgo de traba-

jo. 

En el Estado de nuevo Le6n, el 9 de noviembre de -

1906, se expidió una ley que definia el riesgo de traba-

jo y que fijó indemnizaciones que alcanzaban en caso de 

incapacidad permanente, el importe de hasta dos arios de 

salario. 

In Aguas-calientes la ley del 23 de agosto de 1914, 

decretó la reducción de la jornada de trabajo a ocho ho-

ras, se implantó el descenso semanario y se prohibió la 

reducción de salarios. 

En San Luís Potosí, se fijo el monto de los salari-

os mínimos, a través del decreto de 15 de septiembre de 

1914. 

iJn Veracruz el 19 de octubre de 1914, Cándido Agui-

lar expide la ley del trabajo de dicho estado, la cual -

estableció la inspección del trabajo, la organización de 

la justicia obrera y la organización de tribunales del -

trabajo denominados Juntas de Administración Civil. 

Yucatán, Jalvador Alvarado expidió las leyes lla 

madas "Las cinco hermanas", en las cuales la del trabajo 

56 
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estableció algunos principios que serían integrados al -

texto del artículo 123 constitucional. 

La Ley Alvarado, reglamentó instituciones corno las 

asociaciones, contratos colectivos y huelgas, jornada rni 

xima, trabajo de mujeres y menores, creó las Juntas de -

Conciliación y el Tribunal de Arbitraje. ( 30 ) 

Mn todas las legislaciones estatales que existieron 

en esta época, en ninguno de sus capítulos se reglamenta 

la representación de las partes en los conflictos labora 

les, por lo que dicha representación debía atender y cu-

brir los requisitos legales establecidos para regular -

las relaciones civiles, como lo serian los Códigos civi-

les vigentes de cada entidad federativa. 
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Ley Federal del Trabajo de 1931. 

En el alto de 1929 se reformó la Constitución Políti 

ca, a efecto de que en lugar de la nluralidad de leyes - 

de los estados, el Congreso Federal expidiera una ley ú-

nica para toda la República, cuya anlicación corresponde 

ría a los propios estados. 

El artículo 531 de esta ley, autorizaba a las par--

tes y a sus defensores para alegar "...única y exclusiva 

mente sobre las pruebas rendidas y sus apreciaciones re-

ferentes a los hechos acerca de los cuales no exista con 

formidad entre ellas." Dichas observaciones podían hacer 

se oralmente o por escrito dentro de las cuarenta y ocho 

horas siguientes al cierre de la instrucción. 

Asi mismo el artículo 511 disponía, que al momento 

de recibir la demanda, la Junta debía citar a una audien 

cia de conciliación y otra de demanda y excepciones que 

debía tener lugar a más tardar, diez días desnude de la 

nrimera. 



Ley Federal del Trabajo de 1970, antes de la reforma. 

111 articulo b89 de la LFT de 1970 establecía respec 

to a la forma de hacer las notificaciones personales, -

tratándose de persona moral, que el actuario se asegura-

ra de que con quien entiende la notificación es el repre 

sentante legal de aquélla y la fracción II disponía que 

si el interesado o su representante se negare a recibir 

la notificación, ésta se hará a través de instructivo el 

cual se fijará en la puerta del domicilio. 

1n el artículo 752, la citada ley a diferencia de - 

la de 1931, concentra en una s6la audiencia las etapas -

de conciliación, demanda y excepciones; con la caracte--

rística de que sino concurría ninguna de las partes o de 

sus representantes a dicha audiencia, se archivaba el ex 

pediente hasta nueva promoción, artículo 756. 

59 
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Ley ?ederal del. Trabajo de 1970, después de la reforma 

de 19d0. 

t1 articulo 692 de la LFT, define de manera distin—

ta la forma de representación que en los procedimientos 

civiles tienen el poder notarial y la forma de mandato, 

aunque dicho articulo reproduce a su similar 709 de la —

ley anterior, suprime el primer párrafo, el cual disponi 

a que la personalidad se acreditaba de conformidad oon —

las leyes que la rigieran, salvo las modificaciones que 

como excepción establecía el citado artículo y que la 

ley actual estableció como disposiciones generales. 

Por lo que respecta a los representantes sindicales 

se conservó el mismo sistema de la ley anterior; por in—

timo es imeortante sehalar que actualmente el derecho —

procesal laboral, al establecer la obligación de una re—

presentación común para los colitigantes, también esta--

blece que si alguna de las partes o ambas al ser comple—

jas, no señalan representante común para actuar, la Jun—

ta está facultada para hacerlo en su defecto. 



La legislación burocrática. 

Cuando el Constituyente de Querétaro aprobó se re-

dactara un Proyecto de declaración de derechos sociales, 

una minoría de constituyentes pretendió que la declara—

ción normara sólo el trabajo económico, pero la comisión 

dictaminadora expresó que la legislación no debía limi—

tarse al trabajo en el sector productivo, sino que debía 

regir de manera general todo contrato de trabajo, 

El naciente movimiento obrero no tenía relaciones - 

con los trabajadores públicos, por considerarlos servido 

res de un Estado opresor de las clases trabajadora y cam 

pesina. 

Los proyectos que se elaboraron a partir de 1929 he 

chan abajo las ideas contrarias a la declaración de los 

derechos sociales contenidas en la Ley del Trabajo del -

Estado de Veracruz; así el Proyecto Portes Gil en su ar-

ticulo tercero establecía que " se consideraba que el Es 

tado asumía el carácter de patrono cuando tuviera a su -

cargo empresas o servicios que pudieran ser desempefiados 

por particulares " pero la Cámara de Diputados al redac-

tar el artículo segundo de la Ley federal del Trabajo de 

1931 dispone que " las relaciones entre el Estado y sus 

servidores se regirán oor las leyes del servicio civil -

que se expedirán." 3in embargo nunca se expidieron. 

bl 
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La burocracia continuó viviendo con incertidumbre, 

ya que en los cambios de los secretarios de estado o de 

los jefes superiores, eran cesados cientos de empleados, 

a efecto de poder acomodar a sus amistades, situación -

que en la actualidad se sigue dando. 

Loa trabajadores públicos carecían de protección le 

gal, pero el 9 de abril de 1934, el presidente Abelardo 

Rodríguez dicta el Acuerdo administrativo sobre organiza 

ción y funcionamiento del servicio civil, el cual rigió 

hasta el 30 de noviembre de ese mismo ano, dicho acuerdo 

determina que la separación de un trabajador sólo podría 

darce con causa justificada. 

El presidente Cárdenas presentó ante el Congreso la 

expedición del Estatuto para los trabajadores al servi--

cio de los poderes de la unión. Dicho estatuto es exclu-

sivo de los trabajadores de la Federación, ya que nues—

tro sistema federal no permite que los poderes centrales 

intervengan en la estructuración de los poderes locales, 

asi el 5 de noviembre de 1938 se aprueba la iniciativa y 

se deroga el articulo segundo de la LFT de 1931. De la -

misma forma el 4 de abril de 1941 el presidente Manuel - 

Avila Camacho promulga un nuevo estatuto, sin modificar 

los principios del anterior. 

El presidente Adolfo López Mateos envía al poder le 

gislativo un proyecto para adicionar el artículo 123 de 



de la constitución política, con un apartado "B", que -

contendría la declaración constitucional de los derechos 

sociales de los trabajadores públicos, el 5 de diciembre 

de 1960 se publica en el Diario Oficial de la Federación 

el decreto del 21 de octubre de ese año, que crea el a--

partado "B", integrado con XIV fracciones y las XXXI an-

teriores fracciones del artículo 123 pasarón a formar el 

apartado "A". En diciembre de 1963 se aprobó la Ley Pede 

ral de los Trabajadores al iervicio del Estado, reglamen 

tarta del apartado "B" del articulo 123. 

Los trabajadores al servicio de los gobiernos de -

los estados y de les autoridades municipales de México, 

que son trabajadores públicos, no son protegidos consti-

tucionalmente, sino hasta febrero de 1983, cuando son re 

formados los artículos 115 y 116 de la constitución fede 

ral. 



IV. NATURALEZA JURIDIOA DE LA FIGURA DE LA REPRESENTACION 

EN MATERIA LABORAL. 
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Para tratar de dar un concepto válido de Represen-

tante, primero debemos entender a la representación como 

una institución jurídica versatil, ya que se puede ade-

cuar a las necesidades jurídicas de cada caso concreto, 

tomando en cuenta las causas que motivan dicha institu—

ción, de ahí su gran utilidad en el mundo del derecho; - 

sinembargo dicha adecuación no se puede dar de manera ar 

bitraria, ya que existen reglas y presupuestos específi-

cos que modifican la naturaleza jurídica de la represen-

tación, así tenemos que existe la representación legal y 

la voluntaria, aunque existen autores corno daál Ortiz Ur 

quidi que consideran una tercer clase de representacióm 

a la cual llaman "oficiosa". 

Existe representación legal " Cuando en virtud. de -• 

una norma jurídica alguien puede actuar en nombre y por 

cuenta de otro, reconociéndose validez a los actos que -

realiza para. afectar a la persona y al patrimonio del re 

presentado." ( 31 ) Como había mencionado anteriormente 

esta institución tiene un carácter auxiliar de la incapa 

cidad de ejercicio, ya que toda incapacidad de ejercicio 

necesariamente origina la necesidad de una representa—

ción legal, como ejemplo de este tipo de representación 

el artículo 425 del CCDP establece; " Los que ejercen la 

patria potestad son legítimos representantes de los que 

estar bajo de ella y tienen la administración legal de - 

los bienes que les pertenecen, conforme 	las ercocrip-- 

ciones de este c6dio, asímismo el artículo 537 habla 
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de las obligaciones del tutor y en su fracción V estable 

ce la de representar al incapaz, en juicio y fuera de 41 

en todos los actos civiles, con excepción de los negoci-

os estrictamente personales de su pupilo, en ese orden -

de ideas el artículo 691 de la LYT señala que tratándose 

de trabajadores menores de lb anos de edad, la Procuradu 

ría de la Defensa del Trabajo les designará a un procura 

dor representante, así mismo la Ley General de ocieda--

des Aercantiles, establece que la liquidación de una so-

ciedad estará a cargo de uno o más liquidadores, quienes 

serán considerados representantes legales de dicha socie 

dad. 

Por 1.o que respecta a la representación voluntaria 

esta se da "...cuando una persona puede actuar en nombre 

y por cuenta de otra, por un mandato expreso o tácito -

que ha recibido de ésta." ( 32 ) re importante señalar -

que este tipo de representación tratándose de una perso-

na física tiene una utilidad práctica, pues su objeto es 

suplir una deficiencia. de conocimientos o salvar dificul 

tades de tiempo o lugar, oero tratándose de una persona 

moral dicha representación reviste además una necesidad 

jurídica, porque dicha persona es imposible que emita fl 

sica y biologicamente su voluntad, si no es a través de 

un anoderado o renresentante que nuede ser una persona - 

rísica o un órgano colegiado, como lo es un consejo de -

administración o la miáma asamblea de socios constituida 

como 617 	sunremo. 
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va. que la representación voluntaria se otorga medi-

ante el contrato de mandato, es menester del presente es 

tudio analizar dicho contrato, recordando su definición 

legal tenemos que el mandato es un contrato por el que -

el mandatario se obliga a ejecutar por cuenta del mandan 

te los actos jurídicos que éste le encarga. 

T)entro de asta figura jurídica encontramos que el -

mandato puede ser: Representativo, en el cual el mandata 

rio realiza su encargo frente a terceros en nombre y por 

cuenta del mandante; No representativo, cuando el manda-

tario obra sólo por cuenta del mandante, más no en nom--

bre de éste, pués actua frente H terceros como si el ne-

gocio fuere propio, en este caso el mandante no tiene ac 

ción contra las personas con quienes el mandatario ha -

contratado, ni éstas contra el mandante. 

Atendiendo a su alcance el mandato puede ser: 

1. General Amplísimo, cuando a través de éste se autori-

za al apoderado sin limitación alguna a realizar toda - 

clase de actos de dominio y'de administración, sobre el 

patrimonio del mandante, a demás de poder atender toda 

clase de nleitos y cobranzas a favor o en contra de su 

poderdante. 

2. General, que a su vez puede otorgar al apoderado po--

der para: 

a. Pleitos y Cobranzas, en el cual basta que se sedale 

que se otorga con todas las facultades generales y espe- 



ciales 2ue requieran cláusula e2necial conforme a la ley 

fiara que se c'utiendan conferidos sin limitación alguna, 

un ejemplo de 4sto lo es aue en dicho poder general, a - 

dems ae desee conferir alguna o algunas ae las faculta-

des enumeradas nor el articulo 2587 del UCD?, las cuales 

pueden ser para desistirse, transigir, comprometer en ár 

bitros, absolver y articular nosiciones, ceder bienes, -

recusar o recibir nagos. 

b. Administrar Bienes, basta. que el nropio noder exprese 

que se otorga con dicho carácter, para que el apoderado 

tenga toda clase de facultades administrativas, como lo 

sería el hacer mejoras a un bien e incluso rentarlo o 

comprarlo y venderlo con ánimo de obtener un lucro. 

c. nercer Actos de Dominio, basta que el poder se otor-

gue con ese carácter para que el anoderado tenga todas 

las facultades de dueho sobre un bien como sería hacer 

toda clase de gestiones para defenderlo. 

3. Ispacial, en este mandato basta que en cualquiera de 

los tres casos antes mencionados se limite alguno, con--

signando asta limitación en el poder que se otorgue. 

Por último es importante realizar el estudio de la 

representación oficiosa, la cual se manifiesta en el mun 

do del derecho como una gestión de negocios ajenos, la cu 

al no está sincerada oor un mandato nrevio e incluso no e 

xiste la obligación legal del representante oficioso de 

realizar una conducta en favor de otro, sino que la rea-

liza como aria ayuda al dudo del negocio obrmndo confor- 
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me a iod intereses del mima% quien nor si hecno de haber 

sido útilmente restionado y haber ratificado dicha gea--

ti(in deber cumplir las obligaciones que el gestor haya 

contraído a su nombre. 
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Concento de representante. 

Como ya se estudió, " La representación es una ins-

titución jurídica en virtud de la cual, fundada en ele--

mentos de hecho, convencionales o legales, una persona 

tiene el poder de realizar directamente, por cuenta de o 

tra operaciones materiales y jurídicas." ( 33 ) 

Por lo tanto representante es la persona física o -

jurídica, a quien se encarga que realice materialmente -

los fines de una representación, ya sea por ministerio -

de ley, por un acuerdo de voluntades o por un hecho jurí 

divo (patria potestad). 

U importante recordar que el representante cuenta 

con personería, que se manifiesta en una correcta y le--

gal representación nrocesal de alguna de las partes o -

tercero que se encuentre relacionado con el objeto de un 

litigio; nor la tanto una nersona que en un nroceso o en 

un acto jurídico actúe a nombre de otra sin poder sufi-

ciente o correctamente otorgado, será desconocida en el 

mismo nor falta de representación, dando lugar a una ex-

cepción en el procedimiento de previo y especial pronun-

ciamiento la cual para los efectos de asta tesis se encu 

entra regulada en los artículos 762 y 763 de la LFT, que 

seáala quedicho incidente deberá substanciarse y resol--

verse de plano, oyendo a las nartes y continuándose de -

inmediato con el nrocedimiento. 
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Las diferentes clases de representación en materia labo-

ral. 

dIn materia laboral existen diferentes clases de re-

sresentación, así la fracción XX del anartado A, del ar-

tículo 123 constitucional dispone que: 

" Las diferencias o los conflictos entre el capital y el 

trabajo, se sujetarán a la decisión de una Junta de Con-

ciliación y Arbitraje, formada por igual número de repre 

sentantes de los obreros y de los patronos, y uno del Go 

bierno." 

As/ mismo la Ley Federal del Trabajo, en su título 

décimo tercero reglamenta los requisitos, forma de elec-

ción, sanciones y facultades de dichos representantes; -

por otra orarte, en el mismo titulo la ley habla de los -

representantes de los trabajadores y de los patronos tan 

to en la Comisión Nacional de '3alarios Mínimos y en las 

Comisiones Consultivas, como en la Comisión Nacional pa-

ra la Participación de los Trabajadores en las Utilida-

des de las Empresas; sin olvidar que también existen re-

presentantes del capital y del trabajo en las Comisiones 

Mixtas que deben existir en toda empresa, a saber, Comi-

sión Mixta de :Seguridad e higiene en el Trabajo, Comi—

sión Mixta del Bscalafón, Comisión Mixta para el Reparto 

de Utilidades y Comisión Mixta de Canacitación y Adies--

tramiento, las cuales aJtan encargadas de vigilar que se 
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cumpla eficaz J oportunamente con las obligaciones y de-

rechos impuestos nor la ley en sus respectivas materias 

en una determinada ánidad económica de producción o dis-

tribución de bienes o servicios. Pero as importante re--

cordar que el objetivo del presente trabajo de investiga 

ción es estudiar la figura jurídica de la representación 

legal de las partes y terceros que se encuentran vincula 

dos en los diferentes procesos laborales mexicanos, ésto 

sin olvidar que dichas Comisiones Nacionales, Consulti—

vas o Mixtas, nueden en un momento dado llegar a interve 

nir en un proceso laboral, no como apoderados o represen 

tantes legales de algún de las partes en conflicto, pe-

ro si como asesores técnicos de las áreas especificas de 

que dicha comisión se encargue. 

hin otro orden de ideas es importante mencionar que 

existen dos grandes sectores en el derecho laboral mexi-

cano, los cuales son regulados de forma diferente atendi 

ando principalmente a el fin que persigue cada sector, 

ya sea al productor de riqueza, que corresponde al Sec--

tor Privado, o al dector Público el cual se encarga de -

prestar los diversos servicios a la comunidad; la finali 

dad que se persigue en ambos sectores es diferente y tam 

bién lo son las leyes y procesos que regulan los conflic 

tos de los mismos, sin olvidar que la ley burocrática -

dispone que en lo no previsto en la misma o en disposici 

6n esnecial se aplicarhn supletoriamente y en su orden -

la lin y el °Pin principalmente. 
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La representación en el sector productivo. 

Oomo ya se vió el sector orivado es al que corres--

ponde producir la riqueza del país, una riqueza que no - 

se puede y no se debe producir anárquicamente, conculcan 

do derechos sociales de la clase trabajadora, consagra--

dos en el anartado A del artículo 123 constitucional y -

en la LFT principalmente; pero es necesario mencionar -

que el fin del citado apartado constitucional y de dicha 

ley federal no sólo es el señalar y buscar a toda costa 

el respeto de los derechos de los trabajadores, sino pri 

mordialmente buscar el equilibrio entre los factores de 

la producción y tratar de conservarlo armonizando los de 

rechos del trabajo con los del capital en un marco de ac.  

tiva y eficiente cooperación, garantizando el progreso - 

de la económia nacional en su conjunto, ya que en la me-

dida que crece la económia nacional, mejora el nivel de 

vida de la clase trabajadora. Así vemos que las fraccio 

nes XVI, XVII, )(IX, XX entre otras, del apartado A, no -

sólo protejen a uno de los factores de la producción que 

es el trabajo, sino que también protejen al capital y -

prueba de ésto, lo da el texto de la citada fracción XVI 

que establece: " Tanto obreros como empresarios, tendrán 

derecho para coaligarse en defensa de dlIS respectivos in 

tereses, formando sindicatos, asociaciones orofesionales 

etcétera." 
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imnortante recordar que la naturaleza nropia de 

la relación laboral corno un hecho jurídico, es la que ha 

ce que lo3 nrocedimientos para obtener el apoyo del po-

der público para el cumplimiento de las obligaciones y -

de los deberes impuestos por el derecho del trabajo en -

base a esa relación laboral, tengan una naturaleza juri-

dice distinta a los procedimientos civiles en que es la 

voluntad de las partes y no la propia ley la que determi 

na los derechos y obligaciones de las mismas, así en el 

mismo orden de ideas el derecho adjetivo tiene que ser - 

con6ruente con la naturaleza de la norma sustantivo.. 

Resulta pues, que la finalidad del órgano jurisdic-

cional en el proceso laboral es determinar si existió o 

no incumplimiento de las obligaciones que impone la ley 

a la parte demandada en un litigio de dicha naturaleza. 

Por otra parte la LPT en relación con la capacidad, 

establece en su articulo 691 que los trabajadores mayo--

res de 16 anos tienen capacidad para comparecer a juicio 

sin necesidad de autorización, pero si son menores de ee 

ta edad, el propio articulo obliga a las Juntas a hacer 

saber este hecho a la Procuraduría de la Defensa del Tra 

bajo, para que 4sta le designe representante, situación 

que en el procedimiento civil se antoja inaceptable por 

la designación de tutor dativo, para que un menor de 18 

años pueda comparecer a juicio. 
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n el mismo orden de ideas, el artículo o92 de la - 

L?T t.egula la figura de la representación de una. manera 

necsliar, libre de formulismos que podrían dar lugar a u 

na nulidad de actuación; así tenemos que tratándose de a 

poderado de persona física, la nersonalidad se acredita 

nor poder notarial o mediante carta ooder firmada ante -

dos testigos sin necesidad de ratificación ante la Junta; 

tratándose de representante legal de persona moral, con 

el testimonio notarial que así lo acredite, y en caso de 

apoderado de la misma, acreditará su personalidad median 

te testimonio notarial o carta poder otorgada ante dos -

testigos, siempre que quien otorga el poder esté legal--

mente autorizado para ello. 

Tratándose de los representantes de los sindicatos, 

acreditarán su nersonalidad con certificación expedida, 

según sea el caso nor la secretaría del Trabajo o por la 

Junta Local de Conciliación y Arbitraje, así mismo el ar 

tictac) bgb de la citada ley federal establece una dispo-

sición que suple las deficiencias del poder otorgado por 

el trabajador, por último la LFT en base al principio de 

economía procesal obliga a los colitigantes a una repre-

sentación común. 
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La representación en el sector burocrtico. 

Debido a la distinción existente entre los ,.parta--

dos constitucionales que regulan por un lado el trabajo 

burocrkico y nor el otro el trabajo en general, es me—

nester en la presente tesis, el llevar a cabo el estudio 

de la naturaleza jurídica de la figura de la representa-

ción que se pueda presentar en los conflictos que se su-

citan entre los Poderes de la Unión, el. Gobierno del Dis 

tri o Federal y sus trabajadores, así como los que sur-

gen entre las Entidades Federativas y 1unicieios con sus 

ressectivos trabajadores. 

Así tenemos que el proemio del apartado B del artí 

culo 123, determina de manera expresa que el mismo es a-

plicable a los trabajadores al servicio de los :Joderes -

de la Unión y del Gobierno del Distrito Federal; también 

a nivel constitucional en los artículos 115 fracciónVIII 

segundo narrafo y 116 fracción V, se regulan las relacio 

nes de los trabajadores al servicio de los gobiernos mu-

nicipales y estatales ressectívamente, ambos nreceptos -

establecen que las relaciones de trabajo a que se refie-

ren, se regirán sor las leyes que expidan las legislatu-

ras de los Estados, tomando como base los beneficios mí-

nimos establecidos en el citado artículo 123 ccnstitucio 

nal, tanto el. L,TtfwAlo 115 coro el 1.1.6 no nrecism a 11(1 

acortado del iiii3wo 3(3 refieren, sera sor triarse de un 
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servicio Público .se debe entender que el anartado de re-

ferencia. es el "B", así mismo tambián deben basarse en -

las disposiciones reglamentarias del mismo, e incluso su 

pletoriamente y en el :siguiente orden en la Lin, el W0PC 

las leyes del orden común, la costumbre, el uso, los 

princigioa generales de derecho y la equidad, según lo -

establece el artículo 11 de la LFUE, la cual es regla—

mentaria del apartado B del artículo 123 constitucional. 

Por otra parte el articulo primero de la Lin3B enun 

cia algunos organismos descentralizados cuyas relaciones 

laborales son objeto de dicha ley) entre estos organis--

mos se encuentran el ISdISTE, el Instituto Nacional de Vi 

vienda, la Lotería Nacional, el Instituto Nacional de -

Protección a la Infancia, el Instituto Indigenista; así 

mismo el articulo de referencia establece que se deben -

regir por la misma, los demás organismos descentralizados 

similares a los anteriores, que tengan a su cargo una -

función de servicio público; nero en realidad la regula-

ción de organismos e instituciones en alguno de los dos 

apartados del articulo 123, se determina por la propia -

ley o decreto que los crea, la cual se origina en base a 

una decisión presidencial y en atención al momento polí-

tico que en ese momento se viva, un ejemplo palpable de 

dicha situación lo encontramos en la, fracción MI bis 

actualmente derogada del anartado B, el cual disponía 

que: " Las instituciones a que se refiere el 'arrnfo 

quinto del artículo 23 constitucional (servicio ndblico 
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de banca y crédito) regirán sus relaciones laborales cca 

sus trabajadores por lo disnuesto en el presente aparta-

do." Asímismo la fracción XIII del citado anartado y el 

articulo 8 de la LroT, mencionan una serie de trabajos 

que aunque se refieran a la prestación de un servicio pd 

blico, se les excluye de la aplicación de los citados or 

denamientos remitiendo su regulación a sus leyes propia; 

estos trabajadores son los militares, marinos y miembros 

de los cuerpos de seguridad pdblica, así como el perso-

nal del servicio exterior; también se encuentran exclui-

dos del apartado B, los trabajadores do confianza, los 

que prestan servicios mediante contrato civil o por hono 

rarios, el personal militarizado o que se militarice le-

galmente, los miembros de seguridad pública encargados 

de vigilar los establecimientos penitenciarios, recordan 

do que el oersonal civil de las secretarías de la Defen-

sa Nacional y de Marina, no es personal que se encuentre 

excluido del apartado B constitucional. 

La Ley Federal de los Trabajadores al 3ervicio del 

Hstado, reglamentaria del apartado B del articulo 123 de 

la CPEUM, en su titulo séptimo regula la forma de inte-

gración y competencia del Tribunal Federal de Concilia—

ción y Arbitraje, asi como los procedimientos que se lle 

van ante el mismo. 

Dichos procedimientos son aquellos conforme a los -

que se ventilan los conflictos individuales que se suci- 
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tan entre los titulares de una dependencia del gobierno 

y sus trabajadores de base, en especial el procedimiento 

para resolver las controversias de terminación de 	e- 

fectos del nombramiento de los trabajadores, además de -

los conflictos colectivos que surjan entre el Estado y 

las organizaciones de trabajadores a su servicio. 

La ley burocrática en su articulo 126 establece -

que no se requiere forma o solemnidad especial en la -

promoción o intervención de las partes en los procedimí 

entes ante el Tribunal, lo cual no es del todo cierto, 

ya que existen requisitos mínimos que se deben cumplir 

en dichos procedimientos; así tenemos que la LFT3E en 

su artículo 129 menciona una lista de requisitos que 

debe cubrir toda demanda que se presente ante el Tribu 

nal Federal de Conciliación y Arbitraje, entre los que 

destaca que a la demanda deberá acompañarse de " los do 

cumentos que acrediten la personalidad de su represen-

tante, si no concurre personalmente ", dicha concurren 

cia la debemos entender de la parte interesada, desta-

cando que la citada ley es omisa al referirse a la ac-

tuación y por ende de la forma de representación de las 

partes complejas, a excepción del artículo 134 que po 

dria interpretarse que cuando una parte se componga de 

varios trabajadores éstos podrán comparecer por sí o por 

conducto de sus respectivos representantes, esta confu-

sión podría presentarse de la interpretación del citado 

artículo, ya que el mismo menciona: " Los trabajadores 
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podrán couiitrecer por si o por representantes acredita--

dos mediante simple c.,rta pJder." Por otra parte al artí 

culo 130 de la LPTI!: es omisa al establecer los requisi-

tos de una contetación de demanda, ya que el mismo no -

señala que a dicho escrito deba acompañarse en su caso -

de los documentos que acrediten la personalidad del re--

presentante de la parte demandada, la cual puede estar -

compuesta a demás de varias personas, constituyendo una 

parte compleja, situación que puede dar lugar a proble--

mas graves dentro del procedimiento, ya que el artículo 

13b de la citada ley establece: " Cuando el demandado no 

conteste la demanda dentro del término concedido o si re 

culta mal representado, se tendrá por contestada la de--

manda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario." 

2:s importante señalar que para que una parte resul-

te mal representada, dicho representante además de care 

cer de poder suficiente, debe haber realizado algún acto 

dentro del juicio a nombre de su representado que dé ori 

gen a consecuencias de derecho, ya que puede darse el ca 

so de que el representado compareciera a nombre propio -

durante todo el procedimiento. 

Por otra parte,.los titulares de las dependencias -

podrán hacerse representar por apoderados que acrediten 

ese carácter mediante simple oficio y a demás la ley bu-

rocrática también señala que las partes podrón compare—

cer acompadadas de los asesores que a su intar4s conven—

ga. 
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1;s importante selialar que la carta poder que acredi 

te a los representantes de las partes ante el Tribunal, 

deberá suscribirse sunletoriamente en base a la regla de 

el articulo b92 fracción 1 de la Lin, la cual señala que 

dicha carta poder deberá estar firmada por el otorgante 

y ante dos testigos, sin necesidad de ser ratificada an-

te la Junta, en este caso ante el Tribunal. 

Por otra . parte la LFT3n al referirse a que los titu 

lares podrán hacerse representar por apoderados que acre 

diten ese carácter mediante simple oficio, es importante 

seHalar que debe entenderse cómo titular, al personal di 

rectivo de una dependencia que conforme a los reglamen—

tos interiores respectivos tengan ese carácter y que el 

oficio debe por lo menos cubrir los requisitos mínimos -

que establezca cada dependencia para hacerlo oficial, co 

mo sería en el caso de la 3ecretaría de Hacienda y Crédi 

to Público, para que una persona actue a nombre y repre-

sentación de un Administrador Local, dicho representante 

debe contar con un oficio llamado "Constancia de Nombra-

miento", el cual debe contener firma autográfa de dicho 

administrador, fotografía, puesto y firma autográfa de -

la persona a quien se otorga el poder, fecha de expedici 

6n y caducidad, sello del archivo y número de folio, a. -

demás el texto del mismo debe contener la fundamentación 

jurídica y el asunto o asuntos para los que '-;e otorgue -

la representación, por lo tanto si la constancia de nom-

bramiento carece de alguno de estos requisitos no ten--- 
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dr/a validez oficipl y oodría dar lugar a una resoonsabi 

lictaci administrativa para quien otorgue con vicios 	ci 

talo oficio. ?or lo concerniente a que las oartes podrán 

comparecer a juicio acompadadas de los asesores que a 3u 

interés convenga, ésto incluso debe entenderse para la a 

udiencia de conciliación en los juicios que ventilan con 

'nietos individuales y colectivos sucitados entre una de 

pendencia y sus trabajadores; encontramos una notable di 

ferencia con los orocedimientos ordinario y especial que 

regula la Lin', ya que ésta precisa que las partes debe-

rán comparecer a la etapa conciliatoria personalmente y 

sin abogados patronos, asesores o apoderados, lo cual es 

una desventaja procesal de los trabajadoras del sector -

productivo ante sus patrones en los juicios laborales. 

!l articulo 140 de la LFTSE, establece a medida de 

sanción y protegiendo el principio procesal de celeridad 

y seguridad jurídica, que se tendrá por desistida de la 

acción y de la demanda intentada a toda parte, ya sea 

que actue de manera personal o a través de representante 

que no haga promoción alguna en el término de tres meses 

dando lugar, si dicha omisión es por culpa imputable al 

representante a las penas previstas por los artículos 

231 y 232 del 01,12, ya que el mismo es el encargado de a 

sesorar jurídica y técnicamente a su representado; es im 

Portante señalar que la promoción que se efectue para im 

pedir la caducidad del proceso debe ser la necesaria pa-

ra continuar con el cauce normal del mismo y no una pro- 



moción que no tenga la trascendencia necesaria para s:•-

guir impulsando el proceso, como sería si caso de 'orasen 

tar una nueva autorización aparte de las ya existentes y 

que no revoque las anteriores. 

Por otro Lado la LFTa en su artículo 141 establece 

que los incidentes que se suciten con motivo de la falta 

de personalidad de las partes o personería de sus repre-

sentantes, serán resueltos de nlano, lo cual es importan 

te ya que la falta de personalidad da lugar a la nulidad 

de pleno derecho de todo lo actuado. 
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La renresentaci6n con fines administrativos. 

Las Juntas Federales y Locales desempel'..an funciones 

de naturaleza. administrativa, cuando los representantes 

de patronos y trabajadores registran ante ellas sindica-

tos o cuando se deposita en las mismas copia de los con-

tratos colectivos de trabajo en base al artículo 390 de 

la LFT, a demás las Juntas al tramitar actea naraprocesa 

les ayudan a dar cause efectivo a los nrocesos a través 

de una actividad administrativa, la cual es de naturale-

za distinta a la legislativa y a la actividad procesal, 

la importancia de loe actos naranrocesales en el nroceso 

laboral mexicano es muy grande, ya que dichos actos se - 

reflejan en el procedimiento de notificar al trabajador 

el aviso de despido que no ha querido recibir del patr6n 

mismo y que la LFT contempla en su artículo 47, salvando 

de esta manera que el despido merecido de un trabajador 

se considere injustificado, también se reflejan en el o-

torgamiento y cancelaci6n de fianzas entre otros nrocedi 

mientos que se estudiarán en su momento. 

Como f- Indamento de los actos paraorocesales el arta 

culo 932 de la LFT establece que: " Je tramitarn confor 

me a las disposiciones de este canftulo, todas aquellos 

asuntos que, por mandato de la ley, ior su naturaleza o 

solicitud de parte interesada requis an la intervenci-

6n de la. Junta, sin lae esté nroPlovido jurisdiccionaluien 
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te conflicto alguno entre partes determinadas." 311 el -

mismo orden de ideas el profesor Nestor de Buen, mencio-

na que quizá habría sido mejor agregar al artículo ante-

rior la frases "...o hagan conveniente, para quedar en - 

un -requieran o hagan conveniente la intervención de la 

Junta- que seria más adecuado." ( 34 ), considero que el 

citado comentario es correcto, ya que no todo lo que pue 

de ser materia del procedimiento naraprocesal es requeri 

do por la ley, aunque una o ambas partes consideren y a-

cuerden que es importante se realice por dicho medio. 
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La renresentaci6n en juicio. 

La figura de la renresentaci6n tanto del trabajador 

como del patrón y de las coaliciones, sindicatos de unos 

o de otros, es de gran importancia porque como ya se -

mencionó, la renresentaci6n es la institución jurídica -

mediante la cual los actos realizados nor el representan 

te surten efectos en la persona y patrimonio de su repre 

sentado o representados; la imnortancia de esta figura -

en los diferentes orocesos regulados nor la ciencia jurí 

dica mexicana y en este caso en los procedimientos de or 

den laboral es mayormente de carácter práctico y en si.7.-

tuaciones específicas de orden obligatorio, como lo se-

ría la renresentaci6n oficiosa del trabajador mayor de -

14 anos, pero menor de 16. 

Jeftalo que la importancia es de orden práctico, ya 

que no obstante los principios rectores del proceso labo 

ral mexicano, los cuales tratan de tutelar los derechos 

de los trabajadores, dichos trabajadores por lo general 

no tienen los suficientes estudios y mucho menos conoci-

miento de la ciencia jurídica, por lo que les sería muy 

difícil o casi imposible desenvolverse acertadamente en 

un proceso jurisdiccional y más aún, enfrentarse en el - 

mismo ante un anoderado 3 renresentante legal de una em-

presa, quien la mayoría de las veces e.3 un nrofeslonal -

de las relaciones laborales e incluso abogado. 
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a. Del trabajador: 

¿1 artículo 692 de la LFT sedala que las partes po-

drán comoarecer a juicio en forma directa o por conducto 

de apoderado legalmente autorizado, lo cual en relación 

con su similar 687 de la misma ley que establece que en 

las comparecencias, escritos, promociones o alegaciones, 

no se exigirá forma determinada; el artículo 696 de la -

citada ley federal establece que, " 1.l poder que otorgue 

el trabajador para ser representado en juicio se entende 

rá conferido para demandar todas las prestaciones princi 

palee y accesorias que correspondan, aunque no se expre-

se en el mismo." Por lo que del análisis de las anterio-

res disposiciones se resume que el representante de cual 

quiera de las nartes y sobretodo de la narte trabajadora 

que actue en un juicio laboral, no es requisito que sea 

un perito en derecho y mucho menos titulado. 

Por otra parte, el artículo primero de la Ley Regla 

mentarla del artículo 5o. Constitucional, relativa al e-

jercicio de las profesiones en el Distrito Federal, defi 

ne como titulo profesional, al documento expedido por -

instituciones del 11;stado o descentralizadas y por insti-

tuciones particulares quo tengan reconocimiento de váll_ 

dez oficial de estudios, a favor de la persona que haya 

concluido los estudios correspondientes o demostrado te-

ner los conocimientos necesarios d'a conformidad con di-- 
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cha ley reglamentaria y otras disposiciones aplicables. 

Asímismo, loa artículos 26 y 27 de la citada ley regla—

mentaria hacen una distinción a mi parecer no muy justa 

al swialar que las autoridades judiciales y las que co—

nozcan de asuntos contensioso-administrativos sólo po---

drán reconocer como patronos o asesoras técnicos del o -

los interesados a los profesionistas con título debida--

mente registrado y a los cuales se les haya otorgado le-

galmente mandato, exceptuando injustamente de esta regla 

a tos gestores en asuntos obreros, agrarios y cooperati-

vos, agregando además que dichos gestores, para el deseco 

peno de sus funciones se regirán nor las disposiciones -

relativas de la LFT, el Código Agrario y la Ley de Socie 

dades Cooperativas, respectivamente; aquí hay que hacer 

una pausa y recordar que aunque la ley de profesiones en 

este caso hable de gestores, se debe entender que como -

requisito apriori de esta gestión, debe existir un manda 

to previo, otorgado por la parte a representar, lo cual 

no tiene nada que ver con la gestión oficiosa. 

La Ley Reglamentaria del artículo 5o. Constitucio—

nal, relativa al ejercicio de las profesiones en el Dis-

trito Federal y los artículos 687, 692 y 696 de la LFT, 

considero causan más daño a la clase trabajadora que el 

benefici,, que le puede generar, ya que al no exigirse co 

mo requisito legal el título de abogado para poder liti—

gar en. materia laboral, dicha clase se encuentra en des-

ventaja en relación con su contracarte nwtronal que por 
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lo ifeneral 3e encuentra regrasentada nor uno o varios pe 

ritos en 'La materia, ademb de que la cia.-5e trabajadora 

nuee ca.Jr en manos de seudonrofesionales que busquen su 

beneficio nersonal, din importarles al llevar correcta--

mente un nroceso. 

'Sri otro orden de ideas, la ley de profesiones regu—

la como delito el hecho de que allana persona. se atribu—

ya el cáracter dé profesionista sin tener título legal o 

que ejerza los actos nropios de la profesión, conducta —

que según la -propia ley no da lugar a cobrar honorarios 

por los servicios prestados ( artículo 68 ), además debe 

rá sancionarse como lo establece el artículo 250 del Có—

digo Penal vigente para el Distrito Federal, con prisión 

de un mes a cinco anos y multa de diez a diez mil pesos, 

haciendo una excepción con los gestores en asuntos obre—

ros, agrarios, cooperativos y en materia penal cuando un 

acusado se haga oír en su defensa por persona de su con—

fianza, sin que alguno de dichos gestores sea abogado ti 

tulado y no se atribuya el carácter de profesionista o —

realice actos propios de una actividad orofesional, ni —

ofrezca públicamente sus servicios como profesionista, —

el artículo 72 de la citada ley sedala que también se ex 

ceptilan de las sanciones a las demás personas que la. LFT 

exceptua de poseer título, no obstante ejerzan activida—

des de índole profesional, como son los Procuradores Au—

xiliares de la Procuraduría de la. Defensa del Trabajo, a 

quienes no se les exige tener título lec.almente expedido 
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de Licenciado en Derecho como al. Procundor General, e 

incluso no se les exige como requisito que su práctien 

profesional como pasantes, 12e autorice por la Dirección 

General de Profesiones, ya que sób se les exige el }iL.-

ber terminado los estudios correspondientes al tercer a-

no de la carrera o al sexto semestre de la misma, artícu 

lo 533 de la L1'T. 

La función de la Procuraduría de la Defensa del Tra 

bajo es de una importancia trascendental, ya que es el -

organismo legalmente encargado de representar o asesorar 

siempre que lo soliciten, a los sindicatos de trabajado-

res, a los propios trabajadores o a sus beneficiarios an 

te cualquier autoridad, en cuestiones de aplicación de -

las normas de trabajo, as/ como interponer los recursos 

ordinarios y extraordinarios procedentes en defensa de -

los mismos, además de proponer a las partes interesadas 

soluciones amistosas a sus conflictos e instruir actas -

en las que consten los resultados. 

La LFT establece que los Procuradores Auxiliares -

tendrán las facultades y responsabilidades de un mandata 

rio en los asuntos en que intervengan, debiendo presen-

tar las promociones necesarias para llegar satisfactoria 

mente a la total terminación del negocio, momento en que 

cesará la representación, siendo ósta, invariablemente -

gratuita. 
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Por otro lado e independientemente de la actuación 

de la Procuraduría, el articulo 693 de la In, señala -

que se nodrá tener por acreditada la. nersonalidad, o me-

jor dicho nersonería de los renresentantes de los traba-

jadores o sindicatos, sin necesidad de atender a las re-

glas del articulo 692, siempre que a través de los docu-

mentos exhibidos, la Junta llege al convencimiento de -

que se representa a la parte interesada; pero este artí-

culo ruede dar lugar a abusos de narte de seudo-sindica-

tos, ya que el documento idóneo para acreditar la perso-

nería de sus representantes, como lo señala la misma ley 

federal, lo constituye la certificación que extienda la 

autoridad ante la que se registre la directiva del sindi 

cato. 

Nuestra legislación laboral permite a los mayores - 

de 14 años que hayan terminado su educación secundaria 

Obligatoria o en caso contrario, exista autorización de 

la Junta de Conciliación competente para que el menor -

pueda trabajar, a prestar un servicio personal y subordi 

nado a un patrón, con limitaciones para los trabajadores 

menores de 18 anos, acentuándose más si son menores -

de 16 años; así tenemos que el articuló 173 de la In re 

vela. una. nreocupae6n del legislador por lograr el cabal 

cumplimiento de los mandatos legales y en especial tra-

tandose de estos trabajadores, ya que establece que el -

trabajo de los mayores de 14 silos nero menores de 16 que 

da sujeto u la vigilancia y protección especial de la 
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Ininección del. Trabajo, complementándose esta disposici-

ón con el artículo 541, el cual menciona como obligación 

de los inspectores del trabajo, el vigilar de manera es-

pecial sl cumplimiento tanto del natrón coma del mismo -

trabajador de las normas que regulan el trabajo de los -

menores; como ejemplo de lo anterior el artículo 174 en 

concordancia con la fracción 1 del artículo 181 disponen 

como obligación para que un menor de lb anos pueda pres-

tar sus servicios a un patrón, un certificado médico que 

acredite la aptitud para el trabajo del citado menor; el 

artículo 175 enuncia a manera de ejemplos y no limitati-

vamente una lista de trabajos prohibidos a los menores -

de edad, ya que en éstos pueden surjir circunstancias -

que pongan en peligro la vida, salud y moral del menor, 

recordando también que el artículo 29 de la IdoT estable-

ce la prohibición de utilizar menores de 13 anos en la -

prestación de servicios fuera de la República, salvo que 

se trate de técnicos, profesionales, artistas y deportis 

tas. 

Ahora bien, tratandose de la representación en jui-

cio de los menores trabajadores, la LFT establece que -

tienen capacidad para comparecer a juicio sin necesidad 

de autorización alguna, nero en caso de no encontrarse a 

sesorados en juicio, incluso ni por el sindicato al que 

Pertenezcan, la Junta solicitará la intervención de la -

Procuraduría. de la Defensa del 'rabajo para tal efecto y 

tratándose de menores de lb ai'Lós, dicha Procuraduda les 
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deaignará un representante, articulo b91 de la Lin. 

:?or otro lado, cuando un accidente de trabajo tenga 

como consecuencia la muerte del traba fiador, la DM seña-

la en SUS artículos 503, 893 y 898 una serie de normas a 

plicables, en que la Junta de Conciliación y Arbitraje -

ante la que se reclame el pago de la indemnizaci5n, o el 

insoector del trabajo que reciba el aviso de muerte del 

trabajador, se desenvolverán en cierta forma como repre-

sentantes de los derechos de los beneficiarios, ya que -

se encuentran obligados a solicitar al patrón les propor 

cione los nombres y domicilios de los beneficiarios re--

gistrados ante 41 y en las instituciones oficiales, e in 

cluso podrán emplear los medios publicitarios que juzgue 

convenientes para convocarlos. 

En el mismo orden de ideas, el articulo 774 de la - 

LFT establece que cuando un trabajador inicia un juicio 

para hacer efectiva la aplicación de las normas de traba 

jo y fallece estando vigente el procedimiento, mientras 

comparecen a juicio los beneficiarios, la Junta solicita 

rá al Procurador de la Defensa del Trabajo brinde aseso-

ría legal a dichos beneficiarios, siemnre y cuando éstos 

se la requieran, símismo es obligación de la Procuradu-

ría precisarles las consecuencias legales de la falta de 

promoción. 
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b. !)el patrónt 

Ilxisten personas que reciben el nombre de renresen—

tanteo del patrón, pero es importante hacer notar que no 

obstante su función sea representar al natrón ante otros 

entre los que se encuentran los trabajadores, dichos re—

presentantes no son sujetos de las relaciones de trabajo 

que se tienen con los trabajadores de una empresa, por —

lo que el artículo 11 de la Ilbuf previene que los directo 

res, administradores, gerentes y demás nersonas que ejer 

zan funciones de dirección o administración en una empre 

sa o establecimiento, serán considerados representantes 

del natrón; dicho artículo rompe con los principios del 

Derecho Civil, ya que no contiene la exigencia de un man 

dato jurídico oara que una persona sea considerada repre 

sentante del patrón, así tenemos que el citado artículo 

al utilizar la frase "y demás personas", deja abierto el 

camino para que cualquier persona de confianza de una em 

presa o establecimiento pueda ser considerado un repre---

sentante de su patrón, lo anterior porque como lo cita —

el profesor Mario de la Cueva " es constante que en las 

empresas personas que no voseen la categoría de mandata—

rios jurídicos, decidan sobre el ingreso de los trabaja—

dores a la misma o inclusive sean despedidos por este —

personal." ( 35 ) 

Así mismo el multicitado articulo seín.ala que los re 
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presentantes del patrón obligan a ódte en sus relaciones 

con los trabajadores y más aun la fracción 1I1 del artí-

culo 134 de la misma ley federal incluye como obligación 

del trabajador el descmneiar el servicio bajo la. direc—

ción del patrono o de su representante. 

Tratándose de la renresentación en juicio de las - 

Personas Morales, el nrofesor Nestor de buen señala que: 

" algunas Juntas de Conciliación, respaldadas por diver-

sos Juzgados de Distrito y Tribunales Colegiados han sos 

tenido el criterio de que en la etana conciliatoria de--

ben comparecer sus representantes legales." ( 36 ) 

Ahora sólo queda entender a quién reconocen como re 

presentante legal las autoridades laborales, solución -

que se encuentra en la tesis de la Cuarta sala de la Su-

prema Corte de Justicia de la Nación, cuyo expediente -

Varios 28/83 fue turnado como ponente al Ministro Alfon-

so López Aparicio y de la cual se renroduce el texto de 

parte de la síntesis que aparece en el informe de la Cu-

arta Sala del año 1985 (p.p. 10-12) y que forma jurispru 

dencia con un sólo fallo. 

Contradicción de tesis entre los Tribunales Colegia 

dos Primero y segundo del Primer Circuito en Materia La-

boral, formulada por Antonio del Rosal tomero corno repre 

sentante y apoderado legal de Petróleos exicanos. 



PersJiu:s 	 i?enreGenta.ción 	Juicio De Las. 

La interpretación de los oreceotos contenidos en el Uní 

tulo Sep:undo del Titulo (11., torce de la Ley Federal del - 

Trabajo, reformados por el iJecreto de 31 de diciembre de 

1979 publicado en el diario Oficial de la Federación el 

4 de enero de 1930 y que entraron en vigor el lo. de ma-

yo de 1930, deben Ger realizadas a la luz del principio 

fundamental de garantía de audiencia, consagrado en el -

artículo 14 de la Constitución Politica de los I;:atados U 

nidos Mexicanos. 

... La comparecencia a juicio ruede hacerse en forma di-

recta o nor conducto de apoderado legalmente autorizado. 

Tratándose de la comparecencia de personas que tengan la 

calidad de patrón en los juicios laborales, el articulo 

692 señala en su fracción II que cuando el apoderado ac-

túe como representante legal de persona moral, deberá ex 

hibir el testimonio notarial respectivo que así lo acre-

dite. Por su parte, la fracción III del propio precepto 

establece que cuando la persona que comparezca actde co-

mo apoderado de una persona moral, podrá acreditar su -

personalidad mediante testimonio notarial,. o carta poder 

otorgada ante dos testigos, previa comprobación de que, 

quien le otorga el poder, está legalmente autorizado pa-

ra ello... Sn consecuencia debe concluirse que si una -

persona moral, a través de la persona física u órgano -

que legalmente sea representante de dicha persona moral, 

en uso de facultades legales o estatutarias, confiere po 

der de reoreuntaci3n a otros funcionarios, empleados o 
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abogados al servicio de esa persona moral, o a terceros, 

dicho acto jurídico satisface toa requisitos a que $e re 

fiero el artículo 692 fracciones II y III de la bloT y en 

consecuencia, los actos de dichos representantes obligan 

a la persona moral representada. 

Resumiendo, bastará que se otorgue mandato con re--

presentación legal a través de escritura pdblica en base 

al artículo 692 fracción II de la LPT, para que se enti—

enda que el sujeto a quien se le otorgue, sea o no emple 

ado de la empresa otorgante, sea o no perito en derecho 

o relaciones laborales, podrá comparecer a nombre de la 

persona moral en cualquier etapa del proceso laboral, in 

Iluso en las etapas de conciliación de los procedimien—

tos ordinarios y especial teniendo facultad suficiente —

para conciliar y transigir. 
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c. De los sindicatos; 

" Sindicato es la asociación de trabajadores o pa-

trones, constituida cara el estudio, mejoramiento y de-

fensa de sus respectivos intereses." articulo 356 de la 

LFT; así mismo los sindicatos deben constituirse con ve-

inte trabajadores en servicio activo o con tres patrones 

por lo menos, pudiendo formar parte de un sindicato los 

trabajadores que no sean de confianza mayores de 14 años 

nacionales o extranjeros, a los cuales el sindicato esta 

obligado a representar y defender; pero hay que tomar en 

cuenta que sólo podrán formar parte de la directiva, los 

trabajadores nacionales mayores de lb años. Se necesario 

recordar el principio de libertad sindical que se refie-

re a que nadie puede ser obligado a formar parte de un 

sindicato o a no formar parte de 41, lo cual es importan 

te ya que un sindicato legalmente constituido como perso 

na moral tiene entre otras canacidad para defender ante 

todas las autoridades sus derechos y ejercitar las accio 

nes correspondientes, tomando en cuenta lo que previene 

el articulo 375 de la LFT; porque si bien es cierto que 

los sindicatos renresentan a sus miembros en la defensa 

de los derechos colectivos e individuales que le corres-

pondan, también lo es que a petición del pronio trabaja-

dor dicha representación individual puede cesar, ya que 

el mismo trabajador intervendrá personalmente en el nego 

cio de que se trate. 
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nlo sienifica que sin un mandato expreso del tra 

bajador, el sindicato podl.á actuar a 311 nombre, E,credi--

tundo lue dicho trabajador es miembro del propio sindica 

to." ( 37 ) 

A demás hay que hacer notar que debe existir en los 

estatutos del propio sindicato los procedimientos para e 

lección de la directiva mediante la cual se designarán -

determinados miembros que serán los únicos facultados le 

galmente para representar a sus asociados. 
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d. pie las coaliciones: 

La coalición es el acuerdo con carécter temporal 

que un grupo de trabajadores o de patrones realiza para 

llevar a cabo la defensa de sus intereses comunes. 2ista 

figura jurídica se encuentra someramente regulada en la 

actual LFT, la cual reconoce de manera explícita la li-

bertad de unión o coalición tanto de trabajadores como -

de patronos. 

Dicha ley federal sólo menciona que es un acuerdo -

temporal, no estableciendo el término mínimo o maximo de 

duración, a demás de lue no menciona si dicho acuerdo de 

voluntades para crear una coalición debe ser mayoritario 

o bastan 'por lo menos dos trabajadores, la ventaja de es 

ta figura es que se nuede crear una coalición sin llevar 

a cabo los requisitos de registro necesarios para crear 

un sindicato, pero nada .impide atta dicha coalición pueda 

crear sus propios estatutos y así de una manera más rapi 

da y cuando no se puedan reunir los requisitos para for-

mar un sindicato en una empresa, como aería por falta de 

el mínimo de trabajadores, exista un ente que no consti-

tuya una persona moral, ocre que nada le impide el poder 

nombrar recresantantea que euednn sesorar e incluso com 

carecer en juicio a nombre de SUS recresantadoa Previo - 

Poder otorgado nor,e1 repreaentado de 	se trate, 
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La LPT acepta de forma indistinta la actuación de 

Un sindicato o de una coalición de trabajadores en los —

casos de iniciación del procedimiento colectivo de natu—

raleza económica, ya que el articulo 903 dispone que di—

chos procedimientos pueden ser planteados entre otros —

por la mayoría de los trabajadores de una empresa o esta 

blecimiento, siempre que se afecte el interés profesio--

nal de los mismos; otro caso se refiere a la elaboración, 

depósito y en su caso el subsanar omisiones del Reglamen 

to Interior de Trabajo ante la Junta de Conciliación y —

Arbitraje; asimismo en el procedimiento de participación 

de los trabajadores en las utilidades de las empresas el 

articulo 121 establece que., dentro de los treinta días — 

siguiente a los cuales el patrón les haya hecho de su co 

nocimiento su declaración anual, el sindicato titular —

del contrato colectivo o la mayoría de los trabajadores 

de la empresa, tendrán derecho a formular objeciones tan 

to a dicha declaración como a sus anexos, ante la propia 

Secretaria de Hacienda y Crédito Público. 

1.:s importante recordar que la actuación de las coa—

liciones en el procedimiento de huelga, se ve reducida a 

sólo el exigir el cumplimiento de las disposiciones lega 

les sobre participación de utilidades y en el caso da 

una huelga de solidaridad al apoyar otra huelga. 
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e. 1)e las partes compleja 

.342 ha da dalado con anterioidad en el presente e3tu 

dio, en tecla proceso 5310 nuede haber dos partes, lo cual 

es independiente de su oreeencia o audencia en el mismo. 

La mayoría de las veces cada parte se encuentra integra-

da por un sólo sujeto, constituyendo de esta forma una -

parte simple, pero cuando está integrada por más de un -

sujeto, se hace referencia a las partes llamadas "comple 

ja3°, las cuales pueden ser pasivas cuando se refieren a 

la parte demandada, activas en el caso de demandantes o 

mixtas cuando se refieren a ambos casos. 

A la comunidad de sujetos que constituyen la parte 

activa se les conoce como litisconsorcio activo y a la - 

comunídail pasiva o defensiva se le conoce como litiscon-

sorcio pasivo. ?ero a demás si la reunión de sujetos ca-

ra formar una parte ','13 de carácter obligatorio en virtud 

de un mandato de la ley, se le denominará litisconsorcio 

obligatorio, pero si la reunión de los sujetos de una -

parte se da a. través de libre decisión de los mismos, da 

rAn lugar a un litisconsorcio voluntario. 

11 arttculo b97 de la fin establece: " 3iempre que 

dos o más personas ejerciten la misma acción u opongan - 

la misma excepción en un ismo juicio, deben litigar uni 

das y eja una representación común, salvo que los coli-- 
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tigantes tengan intereses onuestoe." 	disposición es 

da gran tracendencia no ano en el proceso laboral, ya 

que su fin principal es evitar que elbntelndose lbs mis-

mas pretensiones por dif,u.ents3 sujetos, se pueden produ 

cir ressluciones contradictorias, a demás qua es un ins-

trumento necesario para lograr un fin Je economía proce-

sal. 

11;15 importante sadaler que el mismo artículo 697 es-

tablece las reglas para que los colitigantes designen a 

un representante común y en caso de que no lo designen -

conforme al propio artículo, el derecho de designarlo pa 

sará a la Junta de Conciliación y Arbitraje, quien debe-

rá escogerlo entre los propios interesados. Así cuando -

se trate de un litisconsorcio activo, el nombramiento de 

su representante común deberá hacerse en el escrito de -

demanda o en la audiencia trifásica y si se trata de un 

litisconsorcio pasivo dicho nombramiento se debe reali--

zar en el escrito de contestación o en cualquier etapa -

de la audiencia citada; el reoresentante común tendrá -

los derechos y obligaciones inherentes a un mandatario - 

judicial. Cabe hacer mención que; " la litisconsorcio ha 

ce presumir que la junta del conocimiento es competente 

respecto a todos los sujetos que integran. una parte." - 

( 38 ) Así mismo, esta fiEura jurídica puede surgir des-

de el principio del conflicto o a partir de un tercero -

que manifieste un iriter4s legítimo incorporIndose a una 

de las partes. 



.11 el derecho orocesal mexicno 	otra figura 

jurídica :auy larJcida a la anterior, muro de una natura-

leza diferente, la cual surge cuando dos o ms sujetos - 

estan 1aidos oJr iva relación subordinada, es decir de - 

colaboración o cooneración, en la que un sujeto conforma 

la oarte principal y otro la norte accesoria, conforman-

do de esta manera una coadyuvancia, en la que se busca -

una sentencia que favorezca a ambos sujetos entre :Los -

que existe una relación de adhesión procesal, un. ejemplo 

de esta figura, se presenta cuando se da la adhesión de -

un notario público a una de las partes, porque la parte 

contraria plantea en el juicio la nulidad de una escritu 

ra otorgada por dicho notario. 

Por último es importante señalar que la competencia 

del juez cuando se presenta la coadyuvancia se define en 

función de la materia principal y no de la subordinada, 

a demás de que los intregantes de las partes gozan sepa-

radamente de capacidad y legitimación, pudiendose hacer 

representar en el juicio a través de un representante co 

mdn o de representantes separados, aclarando que dicha -

figura procesal no existe en materia laboral. 
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f. )e los terceros y de los terceristas: 

" Alcalá Zamora, quien invocando al Conde de la Ca-

Muda, recuerda que para éste, el actor y el reo, demanda 

dor y demandado son dos partes esenciales del juicio, al 

cual si viene otro litigante, componen el námero de tres 

y el último recibe con propiedad el nombre de tercero." 

( 39 ) 

3s una separación muy estrecha la que separa el li-

tisconsorcio de la intervención de terceros, por lo que 

debemos recordar el texto del artículo 690 de la LFT, -

" Las personas que puedan ser afectadas por la resolu—

ción que se pronuncie en un conflicto, podrán intervenir 

en él comprobando su interés jurídico en el mismo, o ser 

llamadas a juicio por la junta." 

Queda claro que tercero es diferente de parte proce 

sal y aunque anarentemente su intervención originaría ir 

en contra del nrincipio nrocesal que establece que en to 

do juicio, excepto en el de garantías, sólo existen dos 

partes que son actor y demandado, por lo que se debe en-

tender que la figura del tercero es independiente de la 

figura de parte, ya que lo que acontece es una acumula—

ción procesal en la que el tercero pretende por SU cuen-

ta sin llegar a formar un litisconsorcio, paro se debe a 

clarar que la intervención en un proceso del agente del 

ministerio público y de la asociación sindical correspon 
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den •a un fin náblico, nor lo que no constituyen una ter-

cería. 

imiurtante señalar que la tercería. se ruede mani 

festar en la etana de cognición de un proceso, corno sería 

el llamado a juicio al IMSS sor un patrón demandado del 

pago de prestaciones derivadas de un riesgo de trabajo -

por el trabajador actor, quien se encuentra asegurado, y 

más comúnmente se manifiesta en el proceso de ejecución, 

ya sea para separar de dicho proceso un bien sobre el -

que se invoca un dominio excluyente, o bien para alegar 

un mejor derecho sobre el bien o bienes en ejecución, 

sin olvidar las tercerías coadyuvantes, las cuales se es 

tudiaron en el capítulo anterior. 

Por último sólo queda señalar que tercero es aque-

lla persona ajena a la relación sustancial, pero que in-

terviene en el nroceso colaborando en el mismo, sin que 

esencialmente se afecte su esfera jurídica, como son los 

testigos, peritos e incluso el mismo abogado, pero fren-

te a dichos terceros existen otros terceros o terceris--

tas los cuales su esfera jurídica puede verse afectada -

en la resolución del proceso, corno lo son el tercero lla 

mido en garantía, que comúnmente sería el codeudor o el 

fiador, así como el tercero llamado en evicción, el cual 

debe responder por el buen origen de la propiedad de al-

gún bien. 
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depresentante letal . 

Como ya se estudió los trabajadores menores de 16 -

anos estan obliu,ados en caso de no estar reoresentados o 

asesorados en juicio a través de tutor, de luien ejerza 

la patria potestad o del sindicato a que pertenezcan, a 

que la Procuraduría. de la Defensa del Trabajo las desig-

ne un representante conforme lo dispone el artículo 691 

de la LFT. 

Por otra parte, " la distinción entre apoderado y -

representante es, un tanto artificial a partir de que -

también los renresentantes son anoderados, según se des-

prende del nropio artículo 692 y de la naturaleza misma 

del contrato de mandato." ( 40 ) 

Así mismo es importante hacer notar que no todo re-

oresentante tiene el carIcter de legal, ya que nara ser 

renresentante legal y éste rueda aptar en juicio en nom 

bre y por cuenta de otro reconociéndole vbélidez a lo ac-

tos que realice, se debe atender a lo que dispone la ley 

de la materia y a la jurisprudencia aolicable y en caso 

de tratarse de un juicio laboral, a lo que disoone la - 

LFT, <i deuls de que no es necesario que en esta materia. 

el representante cuente con cédula profesional de abo(;a- 

do o carta. de sa.su.nte, .)ero de 	srletica ea cm\ie- 

niento qua sor lo yieno cuente con conociiento3 de lu. 
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:51.o queda mencionar que la reprenta-- 

ci3a en juicio de 	eersonas morales, nuae otorgarse 

a tvavk53 da nerama fidica facultada o del organismo que 

cdnforma a. los estatutos tenga la facultad de represen—

tar a dicha oordona, quien a 311 vez nodrA. confrir poder 

de renre3entacián o Illguna o algunas personas que ajar--

,7an funcionas de diracci6n o administraci3n de dicha per 

~la moral o incluso a narson 	ajenas a la misma, por 

lo que 1Jatarn. as otorcud mandato con representación con 

claásula mira conciliar y transigir a travás de eacritu-

2.a oóblica, para que el representante legal dOU o no em-

pleado de la empresa pueda comparecer a nombre de la mis 

ma en cualquier etapa del proceso laboral. 

Cuando no puede asistir a la Junta la parte o apode 

rado que firmo un documento, por ejemplo una demanda o 

contestación a la misma, puede asistir otro apoderado 

quien debe acreditar su oersonerla en los terminos de 

ley y ratificar dicho documento, pidiendo además se asi-

ente lo anterior en el acta respectiva; salvados los re-

quisitos anteriores el apoderado podrá actuar legalmente 

ante la Junta a nombre de su representado. 



109 

Apoderado. 

Aooderado, según el gran diccionario enciclopédico, 

dicese del que tiene ooder para representar a otro en 

juicio o fuera de él. 

Por otra narte de la redacción del articulo 692 de 

la LFT, se desprende que se pueden distinguir diferentes 

tipos de apoderados, ya que el citado artículo previene 

que tratándose de apoderado, la personalidad, mejor di--

cho personería, se acreditará conforme a las siguientes 

reglas: 

- El apoderado representante legal, es aquel al cual el 

mandato que se le otorga debe constar en escritura públi 

ca, como lo establece la fracción II, a demás dicho man-

datario deberá tener facultades para conciliar y transi-

gir otorgadas mediante poder general para pleitos y co--

branzas, así como las facultades que requieren cláusula 

especial, como son: para desistirse, transigir, comprome 

ter el negocio en arbitros, absolver y articular posicio 

nes, hacer cesión de bienes, recusar y recibir pagos, co 

mo lo establecen los artículos 2554 primer parrafo y -

2587 del CCDF. U de hacer notar que la fracción II del 

artículo 692 de la LFT habla de representante legal de -

persona moral, pero nada impide que sea aplicable a la, 

representación de una persona tísica trabajador o patrón 

en relación a los actos en que la ley no exige la inter- 
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vención personal del interesado. 

- sl anoderado con mandato otorgado en escritura pdblical  

este apoderado puede ser facultado a través de podar ,e-

neral, como son el de pleitos y cobranzas, para adminis--

trur bienes o para ejercer actos de dominio, nero tam—

bién puede ser mandatario especial, el cual se faculta a 

través de poder general en el cual se consignan limita-

ciones o dicho poder sólo se otorga para determinados ac 

tos, cabe hacer notar que habitualmente los noderes gene 

roles para pleitos y cobranzas se confieren con las fa--

cultades del articulo 2.587 del CODF, lo que convierte al 

apoderado en un representante legal. 

- El apoderado con mandato otorgado mediante carta poder, 

a este tino de apoderado no se le puede reconocer poder 

suficiente en un procedimiento laboral como representan-

te legal, ya que la fracción II del articulo 692 estable 

ce que el apoderado que actue como representante legal -

de persona moral debe exhibir el testimonio notarial que 

así lo acredite. Por otra parte el articulo 2555 del 	- 

0CDF condiciona para que el mandato que se otorga en car 

.t14 poder pueda ser general, a que dicho mandato se otor-

ola ante dos testigos y que las firmas se ratifiquen en-

te notario, los jueces o las autoridades administrativas 

correspondientes, nero la fracción I del citado articulo 

692 establece que cuando el apoderado actue a través de 

mandato de persona física otorgado mediante carta poder 
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no habrá necesidad de que sea ratificada ante 1' Junta, 

cabe aclamr que en este caso nos encontramos ante un -

mandato especial, neto nada imnide SUB u través de áste 

se autorice al mandatario a transigir y absolver posicio 

nes a nombre de su mandante, sin que por este hecho sea 

considerado representante legal. La pregunta. obligada as 

qué pasaría si dicho ooder y firmas del otorgante y tes-

tigos se ratifican ante notario o la Junta que conoce -

del negocio? 11 apoderado sería considerado renresentan-

te legal siempre y cuando el poder que se le otorgue sea 

un poder Keneral para pleitos y cobranzas. 

Por último sólo queda mencionar que los representan 

tes de los sindicatos pueden comparecer a juicio con ca-

rácter de apoderados de los trabajadores sindicalizados, 

acreditando su personería con la certificación de haber 

quedado registrada la directiva del sindicato ante la 3e 

cretar/a del Trabajo y Previsión Social o ante la Junta 

Local de Conciliación y Arbitraje. 
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Asistente jurídico. 

Asesor, es la persona que conforme a los conocimien 

tos obtenidos a través riel estudio y experiencia sobre u 

na materia determinada, acude en compadia de otro para a 

yudarlo y asistirlo en un juicio o fuera de 41; cuando -

dichos conocimientos versan sobre las materias sustanti-

vas y adjetivas del derecho estamos frente al llamado a-

sistente jurídico. 

La premisa para que el asesoramiento dentro del pro 

ceso laboral se actualice, es que el asesor carezca de - 

cualquier tipo de poder o mandato de los que regulan. la 

LEP y el CCDF o el Código Civil de la entidad federativa 

de que se trata, así como que exista el permiso tácito o 

expreso por el interesado para que quien funja como su a 

sesor lo asista en el juicio. 

Es importante hacer notar que si una parte asiste a 

companada de un asesor a las audiencias en que lo permi-

te la ley e interviene asesorando a esa parte, dicha si-

tuación se hace constar en el acta respectiva, así como 

que la parte actúa por conducto de su asesor. 

Por otra parte, existe prohibición de asistencia o 

asesoramiento jurídico en la etapa conciliatoria de los 

procesos laborales ordinarios y especiales, así mismo al 
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mne,r-Ao de desahogo de la nrueba de confesión, el absol—

vente responderá nor sí mismo, de palabra y sin la pre--

sencia de su asesor, fracción III del artículo 790, esta 

situación se explica por la necesidad de que las Juntas 

puedan llegar a conocer la verdad de los hechos, lo cual 

constituye una desventaja procesal cara los trabajadores 

ya que ésto conduce muchas veces a confesiones formalmen 

te válidas, resultado de preguntas maliciosas las cuales 

pueden no ser calificadas de insidiosas por la Junta ins 

tructora. 

Por otra parte, no existe limitación legal para que 

algún apoderado o representante legal da una persona mo-

ral e incluso algún representante a que hace mención el 

articulo 11 de la LFT, sean absolventes de una confesio-

nal de hechos propios, cuando dichos hechos les sean a-

tribuidos en la demanda o contestación o por razón de -

sus funciones les deban ser conocidos. 



V. ACTUCION DE LOS REPRESENTANTES EN LOS DIVERSOS PROLE 

DIMIENTOS LABORALES. 
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La Ley Federal del Trabajo de 1970, cont3mniaba a--

parte del 'procedimiento ordinario que ventilaba todos -

los conflictos individuales y los colectivos de naturale 

za jurídica, un capítulo vara procedimientos especiales, 

conforme al cual se tramitaban nor ejemglo: la forma de 

otorgamiento de fianza o depósito de garantía, la deter-

minación de la antigüedad del trabajador, la titularidad 

de los contratos colectivos o la administración de los -

contratos ley, la revisión y modificación del reglamento 

interior de trabajo, la reclamación de prestaciones que 

no exedieran de tres meses de salario, entre otros. 

Así mismo dicha ley federal preveía un procedimien-

to especial para la tramitación y resolución de los con-

flictos de naturaleza económica. 

Ahora bien, la reforma a la Ley Federal del Trabajo 

en vigor a partir del primero de mayo de 1930 ordena de 

manera distinta lo referente a los procedimientos de di-

cha materia, ya que conserva la división entre el proce-

dimiento ordinario, los especiales y los colectivos de -

naturaleza económica, pero separa de éstos lo relativo a 

términos, notificaciones, exhortos y despachos, inciden-

tes, acumulación, erovidencias cautelares y pruebas, con 

formando de esta mnnera, un conjunto de reglas ¿enerales 

aplicables a todos los procedimientos. 

:!;ti relación. a la. ectuaci3n de los reoresentLIntes de 
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las partas, los cuales pueden ser representantes legales 

o apoderados, ;31 desenvoi‘Jerán en los diversos nrocedimi 

entos laborales en base a lr a si?uientes reglas genera--

les: 

- Las nIrtes podrán comparecer a juicio en forma directa 

o por conducto de apoderadolegalmente autorizado quien 

podrá ser o no abogado, acreditando su personer/a en ba-

se a la nropia LFT o a lo dispuesto nor el Código Civil 

aplicable, as/ mismo podrán comparecer en las audiencias 

salvo disposición en contrario de le ley. 

- Las Juntas podrán toner por acreditada la personería 

de los representantes de los trabajadores o sindicatos 

cuando :los docUmentos exhibidos demuestren efectivamente 

que representan a la parte interesada, sin necesidad de 

sujetarse a lo dispuesto por el articulo 692 de la LF2. 

- 211 noder otorgado por el trabajador para ser represen-

tado en juicio se entenderá conferido para demandar to—

das las prestaciones que correspondan, aunque no se ex--

prese en el mismo. 

- sn caso de cartel complejas deberán litigar unidas y -

con una representación común, si se trata de personas ac 

taras el nombramiento de su representante deberá hacerse 

en el escrito de demanda o en la audiencia trifásica, si 

se trata de personas demandadas el nombramiento se hará, 

en el escrito de contestación o en la audiencia menciona 

da. 

- Los actuario, secretarios, auxilires y 'residentes -

de la8 Junta. > Isneoiales no lodrAm ejercer como abogados 
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en asuntos de trabajo, bajo pena de ser destituidos; así 

mismo los representantes del 4obierno, de los trabajado-

res j patrones ante las Juntas, así com sus auxiliares 

se encuentran impedidos para conocer de los neúnclos en. 

que intervengan, cuando sean socios, arrendatarios, tra-

bajadores, patrones o dependan econ6micamente de alpina 

Parte o de su Representante, así como ser tutor, curador 

o haber estado bajo la tutela o curatela de los mismos o 

ser sus deudores, acreedores, herederos o legatarios. 

- Las declaraciones que rindan las anoderados ante las -

Juntas, las harán bajo protesta de decir verdad y ba-

jo apercibimiento. 

- Las notificaciones hechas al apoderado o persona auto- 

rizada legalmente para ello y acreditada ante 	Junta, 

surtirán los mismos efectos que el se hubiesen hecho a -

las partes o terceros. 

- Cuando para continuar un juicio laboral, sea necesaria 

promoción del trabajador y éste no le haya efectuado en 

los tres meses anteriores, el presidente de la Junta le 

requerirá para que la presente y a demás si dicho trabp,-

jador no estuviera patrocinado por un procurador del tra 

bajo, la Junta le hará saber a le Procuraduría el acuer-

do, para que intervenga ente el trabajador y le precise 

las consecuencias legs.les de la falta de promoción, corno 

sería la caducidad, así ídswo dicha Procuraduría le brin 

dará la asesoría legal en caso de que el trabajado se -

la requiere, sin olvidar que en ceso de muerte del mismo 

y mientras com9eracen a juicio sus beneficiarios, la Jun 
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ta h;rá solicitud 1 nFocur-dor 	c;rabr-jo, nar. 	- 

mientras tantú intervenga 9Or al trabjador f.dlecido. 

Cabe aclarar 'lue el nrocur, dor 	xillar tendrá las facul 

tades y responsabilidades de un miuldatario. 

- fratIndose de nersona3 morales, la prueba confesional 

3e 1esnogará a través de su representante lepal, excep-

to cuando la contranarte solicite el desahogo de 1F• con-

fesional de hechos nropios atribuidos en la demanda o 

contestación u la o las personas que ejerzan funciones -

de dirección o administración en la empresa o estableci-

miento, así como a los miembros directivos de los sindi-

catos y si dichos absolventes no concurren el día y hora 

señalados por la Junta, se les tendrá por confesos de 

las nosiciones que se les articulen y Ilyan sido califi-

cadas de legales. 

- absolvente de orueba confesional, responderá por si 

mismo, sin la presencia. de su asesor, ni podrá ser asis-

tido nor persona alguna, lo cual constituye una verdade-

ra desventaja nara el trabajador. 

- ;r1 el desahogo de la prueba de inspección ofrecida nor 

cual.luiera de las nartes, éstas y sus apoderados pueden 

concurrir h la diligencia y nodrán formular las objecio-

nes u observaciones que estimen pertinentes. 

- 31 la Junta estima qua alguna de las partes o los re--

oresentantes de las mismas obrarán con dolo o mala fe, -

dicha junta godrá imooner al culombio una multa hasta de 

siete veces el salario minino ganaral vigente. 
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Procedi2ii.nto ordinario. 

U erocedimiento ordinario se tramita ante las Jun-

tas de Conciliación y Arbitraje Locales o Federal, se-

gún la competencia constitucional de dichas autoridades, 

como ilustración de lo anterior el artículo 527 de la -

LFT menciona entre otros, que corresponde a las autorida 

des federales conocer de las diferencias que se suciten 

en razón de las ramas industriales textil, eléctrica, a-

zucarera, de hidrocarburos, de celulosa y papel o cuando 

se trate da empresas que actden en virtud de un contrato 

o concesión federal entre otras. 

ki la aplicación de normas de trabajo relativas a -

la capacitación y adiestramiento de trabajadores y las -

relativas a seguridad e higiene en el trabajo, las auto-

ridades de la Federación serán auxiliadas ponlas Loca--

les, en caso de empresas o establecimientos sujetos en -

los demás aspectos laborales a la competencia local. 

Por otra parte por el procedimiento ordinario se -

tramitan y resuelven los conflictos individuales y colee 

tivos de naturaleza jurídica, que no tengan una tramita-

ción especial en la LFT, o sea conflictos que nacen de -

las relaciones de trabajo. 

Una práctica eficaz de la Junta Federal de Concilia 
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ción y Arbitraje que menciona el profesor Nestor de Buen 

es la de; " Sugerir que la demanda la nresente quien ten 

ga facultades para recibir notificaciones, ya 1w3 al mo-

mento de nresentprla, se dicta el acuerdo de admisión y 

se notifica a la persona autorizada." ( Al ) 

al artículo 876 de la LYT se ala los mecanismos de 

la etapa conciliatoria, entre los cuales menciona y exi-

ge la presencia personal de las partes en la misma, sin 

abogados patronos, asesores o apoderados; pero no hay - 

que olvidar que tratandose de persona moral, es necesa--

ria la presencia en esta etapa y en las posteriores, de 

quien la represente legalmente; el citado artículo en su 

fracción VI obliga a las partes que no se presentaron a 

lm etapa conciliatoria, a presentarse personalmente en 

la de demanda y excepciones, sin que tampoco en este ca-

so especifico se acepten tratandose de personas físicas 

representantes legales, asesores o abogados; situación -

que seria diferente, si desde la etana de conciliación -

se presentan personalmente las partes, porque en la de -

demanda y excepciones no, seria necesaria su presencia -

personal; la pregunta obligada sería, qué pasa sí el re-

presentante legal de una persona moral no puede acredi-

tar feacientemente su personería en el juicio desde la. -

etapa conciliatoria? Que dicha persona moral resultaría 

también mal representada en la etapa de demanda y excep-

ciones, dando como resultado si concurre nor la parte ac 

tora, que se tendrá por renrolucida en vía de demanda su 
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comnarecencia o escrito inicial, perdiendo la oportuni--

dzA de nacer las aclar, ciones nertinentes respecto de -

las obserwciones que le hubiáre podido hacer la Junta, 

incluso perdiendo también el derecho de modificar los he 

chos de su demanda introduciendo nuevas pretensiones o -

el derecho de aclarar que no intenta reclamar las que la 

Junta incorporó a la demanda si se trata del trabajador. 

A demás, la ausencia del actor le impide al mismo, 

objetar los términos de la contestación a la demanda y o 

poner en su caso, alguna excepción de prescripción, como 

sería, a las acciones de los trabajadores que sean sepa-

rados del trabajo que prescriben en dos meses, a partir 

del día siguiente a la fecha de la separación. 

Si concurre por la parte demandada, se tendrá por 

contestada la demanda en sentido afirmativo y en caso de 

que en la siguiente etapa de la audiencia trifásica se -

llegara a representar correctamente al demandado o en ca 

so de que éste comparezca personalmente, quedaría autori 

zado según el artículo 879 de la LFT, a que en la etapa 

de ofrecimiento y admisión de pruebas, demuestre que el 

actor no era trabajador o patrón, que no existió el des-

pido o que no son ciertos los hechos afirmados en la de-

manda; caso muy diferente sería si por descuido u omi—

sión el demandado o su representante dejan de referirse 

en. su contestación, de alraln hecho de la demanda, ya que 

en este Caso, d. se encuentra presente le6almente lo. par 



te demandada o su representante, 1-Lindo como connuencia 

que se tengan por admitidos los hechos sobre ici que ro 

se sud:te controversiá y nor lo tlito no se amitirl't pru, 

ebu en contrario. 

'.'or otra parte, es importante señalar que la invoca 

ción de una excepción de incompetencia aunque produce la 

tramitación de un incidente de previo y especial pronun-

ciamiento, no exime al demandado o a su representante le 

gal, en su caso, de contestar la demanda en la misma au-

diencia, ya que si no lo hiciere y la Junta se declara 

competente, se tendrá por confesada la demanda, lo ante-

rior para evitar dilaciones en el proceso, y atin más, pa 

ra evitar éstas si la Junta estima que alguna de las par 

tes obró con dolo o mala fe, lo cual debe entenderse en 

el transcurso del proceso, podrá imponer en el laudo una 

multa e la parte culpable de hasta siete veces el sala- 

rio mínimo correspondiente; así mismo se impondrá , 	san- 

ción de seis meses a tres años de prisión y multa de o-

cho a ochenta veces el salario mínimo general vigente, -

al procurador de la defensa del trabajo o al apoderado o 

representante del trabajador, cuando sin causa justifica 

da se abstenga de concurrir a dos o más audiencias o de 

promover en el juicio, en un lapso de tres meses. 

la etapa de ofrecimiento y admisión de pruebas, 

es importante hacer notar que el actor o su representan-

te legal ofrecer*. sus pruebas en primer término y en re 
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lación con. los hechora controvertidos, lo cual implica, 

que 3i 3e tuvo por contestada la demanda en sentido afir 

mrtivo, no existen hechos controvertidos y el actor no 

tendrá que ofrecer pruebas en primer lugar, ya que si pa 

ra esta etapa comparece el demandado, será él quien deba 

ofr,ner pruebas en contrario en primer término. 
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Procediiento esnecial. 

La razón de existencia del procedimiento especial o 

sumario, la encontramos en la exposición de motivos que 

reproduce el profesor Nestor de Buen, en su obra de Dere 

cho Procesal de Trabajo; " Todos los conflictos de traba 

jo deben resolverse en un periodo breve de tiemno, pero 

hay algunos cuya resolución es particularmente urgente, 

bien nor su menor cuantía, que generalmente significará 

una necesidad apremiante para el trabajador, bien porque 

las causas que lo originan afectan la estabilidad o sub-

sistencia de las empresas." 

El articulo 892 de la LFT, senala los asuntos que -

deben ser tramitados y resueltos por el procedimiento es 

pecial; as/ tenemos que entre otros dichos conflictos 

versan sobre: 

- Las jornadas inhumanas, por notoriamente excesivas. 

- Lo relativo al pago de la prima de antigüedad o a la -

determinación de la misma, cuando exista discrepancia 

con la resolución de la comisión mixta, 

- Lo relativo a los conflictos de titularidad, respecto 

de un contrato colectivo de trabajo, o a la administra-

ción por un sindicato, de un contrato ley. 

- Lo relativo a la modificación de un reglamento interi-

or de trabajo o a las causas de suspensión o terminación 

colectiva de las relaciones da trabajo. 

- Lo relativo 	la deaignción de beneficiario3 de los 
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:Ilajadores ,lue sufren riospJos de trabajo, o al cobro -

de pre.Jtaciones cuyo importe no exceda de tres meses de 

fs imnortante señalar que deberán observarse las 

disposiciones que regulan las pruebas y las que regulan 

el procedimiento ordinario en lo que sean aplicables com 

plementariamente al procedimiento especial, pero ésta 

no podrán suplir siempre en dicho procedimiento, ya 1.lue 

por la diversidad de conflictos que ventila este procedi 

miento, da lugar a variantes en el mismo; porque un con-

flicto entre sindicatos por la titularidad de un contra-

to colectivo o la administración de un contrato-ley, se 

ventila a través de un procedimiento con reglas diferen-

tes a aquel que verse sobre la designación de beneficia-

rios con motivo de un riesgo de trabajo, porque en cues-

tiones sindicales la prueba determinante es el recuento 

de trabajadores, la cual no tiene paralelo en otros pro-

cedimientos, y tratandose de beneficiarios, la facultad 

de la Junta de convocar a los mismos a través de avisos 

en lugares visibles de la empresa donde prestaba sus ser 

vicios el trabajador, también constituye una prueba sin 

paralelo en otros procedimientos. 

La etapa de conciliación de la audiencia de conci—

liación, demanda y excepciones, pruebas y resolución, se 

celebra de conformidad con las fracciones 1 y II del ar-

tículo 376 de la LYT; los cuales establecen que las par- 
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tes deberán comparecer nersonalmente a la Junta, sin abo 

fiados natronbs, asesores o anoderados, con la excención 

referente a la representación de las nersonas morales; —

por otra parte, si no concurre el actor o promovente a 

la audiencia de conciliación, demanda y excepciones, pru 

gibas y resolución, se tendrá por reproducida su demanda 

o comparecencia inicial y en su caso, por ofrecidas las 

pruebas que hubiere acompañado; pero si quien no concu—

rre es el demandado, se tendrán por admitidas las peti—

ciones de la parte actora, salvo que sean contrarias a —

la ley. 
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Procedimiento narn conflictos colectivos de naturaleza -

económica. 

asta procedimiento es utilizado cuando existe un -

desequilibrio entre los factores de la producción, que -

la ley permite se subsane mediante la modificación o im-

plantación de nuevas condiciones de trabajo o por la sus 

pensión o terminación de las relaciones colectivas de -

trabajo, mediante resolución de la Junta, la cual se en-

cuentra facultada por el articulo 919 de la LloT a aumen-

tar o disminuir el personal, la jornada, la semana de -

trabajo, los salarios etc, sin que la misma pueda redu--

cir los derechos mínimos consagrados en la ley. 

Hl procedimiento para conflictos colectivos de natu 

raleza económica será el conveniente para lograr el equi 

librio entre los factores de la producción, salvo que 

las partes arreglen sus diferencias a través de la firma 

o revisión de un contrato colectivo de trabajo o en su 

caso de un contrato ley. 

La característica principal de este procedimiento -

es el buscar en todo momento la conciliación entre las 

partes en conflicto, ya que las mismas son quienes mejor 

conocen las intimidades de su empresa y por lo tanto son 

quienes pueden encontrar la mejor solución a sus proble-

mas, a dermls deque los conflictos colectivos de naturale 
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za económica están relaciondos con el inter6s profesio-

nal de cada parte, vista a la misma como una cateuorTa -

la cual puede ser de trabajadores o empresarios, de ahí 

que las peticiones en este procedimiento puedan ser for-

muladas nor los representantes de los sindicatos de tra-

bajadores titulares de los contratos colectivos o en su 

defecto por el representante de la mayoría de trabajado-

res de una empresa o establecimiento, siempre que se a-

fecte el interés profesional, aunque lo más frecuente es 

que dicho conflicto sea planteado por el patrón o patro-

nos interesados, quienes se pueden hacer representar le-

galmente. 

M. artículo 903 de la LFT, seliala entre otros como 

requisito de la demanda, el mencionar nombre y domicilio 

del promovente y anexar a la misma los documentos que -

justifiquen su personalidad, pero en ning1n caso pide se 

acredite en la demanda el apoyo mayoritario de los traba 

jadores, además que en la práctica ni las coaliciones de 

trabajadores, ni sus sindicatos promueven este tipo de -

procedimiento, ya que prefieren tratar de solucionar los 

desequilibrios de sus empresas a través de la huelga; es 

de hacer notar que si el promovente no asiste a la audi-

encia inicial de este procedimiento, se le tendrá por de 

sistido de su solicitud, pero si la. ausencia es de la -

contraparte, se le tendrá por inconforme y el promovente 

deberá hacer una exposición de los hechos y causas que - 

dier6n origen al conflicto, ratificando su petición. 



129 

Procedimientos de ejecución. 

Los procedimientos de ejecución en general, repre-

sentan la forma legal de hacer efectivo un mandato jurí-

dico contenido en la sentencia definitiva o laudo o en -

alguna otra resolución como lo es la que se dicta en un 

procedimiento para conflictos colectivos de naturaleza - 

económica. 

Es importante señalar que tanto los requisitos como 

las facultades de los representantes de las partes en lo 

relativo a los procedimientos de ejecución que establece 

la LFT, son por decirlo de alguna forma los mismos que - 

en los demás procedimientos de naturaleza laboral>  lo an 

terior se desprende de la interpretación del articulo 17 

de la LFT, ya que del análisis de su contenido se puede 

afirmar que se suprime el Derecho Oomán como fuente su--

pletoria del derecho sustantivo y nrocesal del trabajo. 

La ejecución en relación con la LFT, corresponde al 

cumplimiento forzoso de la obligación que ha sido deter-

minada en una resolución laboral, dictada por las Juntas 

de Conciliación y Arbitraje Locales o Federal, especifi-

cando el artículo 939 de la LFT, que la ejecución se re-

fiere también a los laudos arbitrales, a las resolucio-

nes dictadas en los conflictos colectivos de naturaleza 

económica y a los convenios celebrados ante las Juntas. 
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La LioT establece que los laudos deben cumplirse den 

tro de las 72 horas siguientes a la en que surta efectos 

la notificación hecha al "condenado", plazo que resulta 

difícil de respetar en la práctica, porque las Juntas al 

recibir la promoción de parte interesada, recaban el in-

forme de su sección de amparos, para averiguar si existe 

alguna demanda y el correspondiente trámite de suspen—

sión. 

Asimismo la LPT establece que los gastos que se 

originen en la ejecución de los laudos, estarán a cargo 

de la parte incumplida; pero es de hacer notar que dicha 

ley no regula la tramitación de algún incidente destina-

do a determinar el monto de dichos gastos. 

El artículo 949 de la multicitada ley federal esta-

blece forzosamente que cuando en la ejecución de un lau-

do se deba entregar una suma de dinero o el cumplimiento 

de un derecho al trabajador, el Presidente de la Junta -

que conoce del negocio, cuidará que se le otorgue perso-

nalmente al trabajador, evitando de esta manera que la 

entrega o el cumplimiento se hagan a través de apoderado 

o representante, para evitar problemas por el bajo nivel 

de moral que presentan algunas de esas personas por la -

falta de una nreparacidn profesional, que no exigen ni -

la LFT, ni la Ley de Profesiones para litigar en materia 

laboral. 
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Embargo. 

3egán definición del Diccionario de la Real Acade—

mia embargo es: " Retención, traba o secuestro de bienes 

por mandamiento de juez o autoridad competente." Gonside 

ro que a la definición anterior debería agregarse: que -

se da como resultado de una resolución prevía a un nego-

cio planteado. 

Cuando el actuario no encuentre al deudor al momen-

to de realizar la diligencia de requerimiento de pago y 

embargo, la citada diligencia se nracticará con cualqui-

er persona que esté presente, es de hacer notar que esta 

disposición no requiere la presencia de apoderado o re--

presentante legal del deudor, ya que la misma se puede - 

prácticar a parte del lugar donde se presta o prestaren 

los servicios, en el nuevo domicilio del deudor o en la 

habitación, oficina o establecimiento en el que según ac 

ta de notificación del emplazamiento, el actuario haya -

hecho constar que es el centro de trabajo donde presta o 

presto sus servicios el demandante, sin ser por este he-

cho el lugar preciso en que se encuentre físicamente la 

oficina del representante, a demás esta medida evita un 

retrato en la práctica de la diligencia, ya que no requi 

ere la presencia del deudor, representante legal o anode 

nor otra narte con3idero que el actuario al reque-

rir del nagu, deber14 requerirla no con cualruder persona 
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que esté oresente, :vino oor L') menos con 1. Ttu7 , oersona 

que ejerza funciones de dirección o administración en la 

empresa de referencia o establecimiento, ya que son con-

siderados representantes del patrón por la propia LY2 ea 

sa:1 	 COI.,  10S trabaladw.es. 



Remate. 

" Remate es un contrato de compraventa con compra--

dor abierto, que se perfecciona cuando, pasado cierto ti 

empo, no existe una mejor oferta." ( 42 ) 

U artículo 967 de la LFT señala que: " concluidas 

las diligencias de embargo, se procederá al remate de -

los bienes..." 

dl remate en esta materia da lugar a la culminación 

de la acción procesal, ya que ante la imposibilidad en -

algunos casos de lograr el cumplimiento voluntario por -

parte del deudor, se puede disponer de los bienes propi-

os del mismo para que con su importe se cague al acree-

dor personalmente a través del Presidente de la Junta, y 

en su caso se pague a los demás acreedores en su orden y 

si hay remanente, se entregaré/ al demandado. 

Tratandose del remate de bienes inmuebles, la escri 

tura deberá firmarla el anterior propietario 3 su apode-

rado con noder para ejercer actos de dominio, dentro de 

los cinco días siguientes a la notificación que le haga 

el notario público y si no la firman, el PresirDnt.e de -

la Junta lo hará en su rebeldía; firmada la escritura se 

pondrá al adquirente en posesión del inmueble, ss de ha-

cer notar que el propio acreedor nodr. concurrir COMO - 

133 
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poátor . t1 remate ner.;onalmente o o travás de aooderado -

con noder :suficiente cara oujar a nombre de HU ooderdan-

te. 
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Procedimientos colaterales o cautelares. 

iste tino de procedimientos en el derecho laboral -

son colaterales y por lo tanto preventivos de los proce-

dimientos especiales u ordinarios y sólo los pueden de--

cretar los presidentes de las Juntas de Conciliación y -

Arbitraje o los de las Juntas Hspeciales a petición de -

parte, solicitada al presentar la demanda o posteriormen 

te, para asegurar la solvencia y/o la presencia a juicio 

del demandado o de un apoderado con poder bastante para 

comparecer a juicio y responder del laudo que se dicte; 

haciendo notar que en ningún caso se hara del conocimien 

to de la persona contra quien se pida, la solicitud de -

la providencia cautelar. Por otra parte, si el demandado 

constituye depósito u otorga fianza suficiente a conside 

ración del presidente que decretó el procedimiento caute 

lar, no se llevará a cabo dicha nrovidencia o se levanta 

rá la decretada. 

}xisten dos tipos de providencias cautelares, una -

encaminada a asegurar la solvencia del demandado y otra 

a asegurar su presencia a juicio o la de su apoderado, 

las cuales son! 

a. secuestro de bienes 

También llamado secuestro provisional, el cual se 

puede solicitar cuando es necesario asegurar los bienes 

de una persona, emeresa o establecimiento nor existir la 
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presunción fundamentada de una nosible insolvencia del -

obligado, la cual se podría dar cuando existen varios -

juicios en contra del mismo y que oor su cuantía el Pre-

sidente considere que existe el riesgo de insolvencia. 

U secuestro de bienes se llevará a cabo aun cuando 

no esté nresente la persona contra quien se dictó. '&1 -

propietario de los bienes secuestrados será depositario 

de los mismos, sin necesidad de que acepte el cargo, pe-

ro tratándose de una persona moral, el depositario lo se 

rá el gerente o director general o quien tenga la repre-

sentación legal de la misma. 

b. Arraigo. 

Según la definición del Diccionario Jurídico Mexica 

no, es: " Una medida precautoria dictada por el juzgador 

a petición de parte, cuando hubiere temor de que se au-

sente u oculte la persona contra quien deba entablarse o 

se haya entablado una demanda. 

De la definición anterior se desprende que el arrai 

go se podrá solicitar antes o después de entablado un -

juicio, una consecuencia de lo anterior lo sería la exi-

gencia de la presencia personal del demandado en la eta-

de conciliación principalmente, así como en todo el pro-

ceso, esta madida precautoria tiene por objeto el impe-

dir que el arraigado abandone el lugar del juicio sin de 

jar un anoderado o representante legal que pueda contes-

tar la demanda, seguir el proceso y responder del laudo. 
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?rocedimientos paraprocesales o voluntarios. 

artículo 982 de la LFT establece que se tramita-

rán conforme a las reglas de los procedimientos parapro-

casales todos aquellos asuntos que, por mandato de la -

ley, por su naturaleza o a solicitud de parte interesada 

requieran la intervención de la Junta, sin que esté pro-

movido jurisdiccionalmente conflicto alguno entre partes 

determinadas. 

'd;s de hacer notar que este tipo de procedimientos a 

unque versan sobre cuestiones no contensiosas, deben que 

dar a cargo de un organismo jurisdiccional, para dar va-

lidez legal a dicha serie de prácticas y asimismo trami-

tarlas a través de un procedimiento ágil y sencillo. 

Los procedimientos paraprocesales en materia labo---

ral, deben basarse principalmente en las siguientes re 

glas: 

1.-Concurrencia del trabajador, sindicato, patrón o sus 

respectivos representantes legales ante Junta competente 

solicitando oralmente o por escrito la intervención de -

la misma. 

2.-'ieftalamiento expreso de la persona cuya declaración -

se requiere, la cosa que se pretende se exhiba o la dili 

gencia que se pide se lleve a cabo. 

3.-Acuerdo de la Junta dentro de las 24 horas siguientes 

sobre lo solicitado. 
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Los asuntos qua se tramitén a través de este °roce-

dimiento son el otorgamiento y cancelación da fianzas; -

suspensión del reparto adicional de utilidades; la rati-

ficación por la Junta de los convenios fuera de juicio; 

quien los aprobará sí los citados convenios no contienen 

renuncia de los derechos de los trabajadores; autoriza—

ción para el trabajo de menores de 16 años pero mayores 

de 14 y la comunicación al trabajador a petición del pa-

trón, del escrito en que se le avisa su despido, en el 

caso de que el trabajador se haya negado a recibirlo, ya 

sea de su patrón o del representante de éste. 
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Huelga. 

La LFT establece la definición de huelga y nos dice 

que es la suspensión temporal del trabajo, llevada a ca—

bo por una coalición de trabajadores y que para los efec 

tos de la misma, se entenderá como coalición permanente 

a todo sindicato de trabajadores. 

1L-5 de hacer notar que para que la huelga no sea de—

clarada inexistente, la suspensión de labores la deben — 

realizar la mayoría de trabajadores de una empresa o es—

tablecimiento; de ahí que la coalición que promueva la —

huelga debe estar constituida por la mayoría de trabaja—

dores. 

El emplazamiento a huelga constituye una adverten--

cia de suspensión de labores que, a través de la autori—

dad los trabajadores formulan al patrón. 

Cuando la huelga tiene por objeto la celebración o 

revisión de un contrato ley, el escrito de emnlazamiento 

deberá ser presentado por el sindicato administrador del 

mismo o por los sindicatos coaligados; tratandose del —

contrato colectivo de trabajo tampoco se dará trámite al 

escrito de emplazamiento de huelga, si éste no es presen 

Lado nor el sindicato titular o si existe un contrato co 

lectivo depositado ante junta comnetente, terminando de 
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esta manera con el derecho de huelga de las coaliciones 

no sindicalizadas, aunque dicha coalición abarque a la -

mayoría de trabajadores de una emnresa o establecimiento. 

el emplazamiento y por todo el período de pre---

huelga, la autoridad sólo ejerce una función de revisión 

de la personalidad de los comparecientes, la determina—

ción de su propia comnetencia para conocer del conflicto 

y el tratar de lograr la conciliación de las nartes en u 

na audiencia conciliatoria, la cual sólo podrá diferirse 

a petición de los trabajadores y por una sola vez, pero 

la ley no impide que el sindicato promovente convenga -

con el patrón una o más prorrogas de la audiencia en co-

mento. 

Por último se debe entender que la huelga es un me-

dio lícito de presión, por lo que resultaria contrario a 

su naturaleza que siendo un medio de presión, se requie-

ra de la conformidad del patrón para que la huelga pueda 

terminar, por lo tanto la coalición o el sindicato promo 

vente en cualquier momento podrán terminar la huelga me-

diante el desistimiento, 1,-) anterior sin perjuicio a lo 

establecido en el articulo 469 de la LFT. 



VI. CONCLUSIONES. 
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Al finalizar el presente estudio de can1cter jurídi 

co se llego a las siguientes conclusiones. 

PRIMERA. No obstante que en el pasado las relaciones de 

trabajo se concebían corno una especie de contrato de a—

rrendamiento, que pretendía que la cosa arrendada no era 

la persona humana como tal, sino su energía de trabajo, 

en la actualidad no puede considerarse que el derecho la 

boral se rija por los mismos principios procesales que o 

tras ramas de la ciencia jurídica, como los del derecho 

civil, ya que en materia laboral el interés principal -

del Estado es el preservar el equilibrio entre el capi--

tal y el trabajo, por lo cual ha establecido una serie - 

de principios procesales específicos para esta materia, 

como que el principio de igualdad de las partes no se - 

considero en estricto sensu, dado la desigualdad económi 

ca que presentan las mismas. 

SEGUNDA. El término más acertado para referirse a la le-

gitimación procesal de un representante legal o apodera-

do, es el de personería, ya que el término personalidad 

se refiere a los atributos jurídicos de una persona para 

ser parte material en un proceso, además de que ambas -

son características que sólo se pueden presentar en per-

sonas distintas en un mismo negocio. 
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TERCERA. Se debe distinguir con pulcritud la diferencia 

entre proceso y procedimiento, ya que muchos estudiosos 

del derecho utilizan estos términos como sinónimos, no -

obstante que los mismos se refieren a situaciones distin 

tes y no necesariamente dependientes una de la otra. 

CUARTA. Representante es la persona física o jurídica a-

quien se encarga la realización material de los fines de 

una representación, ya sea por ministerio de ley, por a-

cuerdo de voluntades o por un hecho jurídico. 

QUINTA. La representación es una institución versatil ya 

que se puede adecuar a las necesidades de cada caso con-

creto, por lo que la utilidad social y jurídica de dicha 

institución coincide con los diversos tipos en que se 

puede manifestar ésta. 

SEXTA. El artículo 692 de la LPT diferencia al apoderado 

de los representantes legales, aunque también menciona -

que éstos son un genero de aquel; además dicho articulo 

regula a los diferentes tipos de apoderado de una manera 

peculiar y libre de formalismos, situación que sí se a--

plicara en otras materias, daría lugar a una falta de -

personería, con las consecuencias legales que dicha si—

tuación daría lugar. 
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SEPTIMA. Actualmente se nombra procurador al representan 

te con noder especial, porque la facultad representativa 

de ambos, deriva de un acto voluntario del dueño del ne-

gocio, en cambio el abogado pueda carecer de dicha repre 

saltación cuando simplemente patrocine al dueño del nego 

oio y lo asesore técnicamente en el desarrollo del proce 

so, en materia laboral existen procuradores que por mi-

nisterio de ley, pueden representar a una de las partes 

en el proceso. 

OCTAVA. La LFT muestra desconfianza a los apoderados o -

representantes legales, ya que en su artículo 949 dispo-

ne que siempre que en ejecución de un laudo deba entre-

garse una suma de dinero o el cumplimiento de un derecho 

al trabajador, el Presidente cuidará que se le otorgue -

personalmente a éste; es importante que el representante 

legal o apoderado acuda conjuntamente con su representa-

do o poderdante a la ejecución de dicho laudo y de esta 

manera cuide el pago oportuno de sus honorarios. Conside 

ro que la LFT no toma el camino adecuado al desconfiar - 

genericamente de los representantes legales de las par--

tes, ya que seria mejor el exigir que dichos representan 

tes cuenten con título profesional de abogado o por lo -

menos con carta de pasante, y evitar de esta forma que -

las partes sean representadas por "coyotes", quienes son 

los que la mayoria de las veces carecen de ética profe-

sional. 
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NOVENA. La etana conciliatoria da los procedimientos or-

dinario y especial, considero que en la práctica la mayo 

ria da las veces sólo representa un formulismo legal de 

los nmgocioe laborales que se ventilan ante las Juntas, 

debido a que en la actualidad por las cargas de trabajo 

que presentan dichas juntas, las mismas no dedican el --

tiempo necesario para lograr avenir a las partes en con-

flicto; por lo cual considero que dicha etapa sólo tenga 

el carácter de obligatoria cuando sea solicitada a peti-

cidn de parte, y que además ee permita la presencia, en 

la misma, de representantes legales, apoderados o aseso-

res, Si bien es cierto que las Juntas no permiten la pre 

sencia en la etapa conciliatoria de los citados represen 

tantee por tratar de llegar a conocer de la manera más -

fiel la verdad de los hechos que dier6n origen al con---

flicto y por la idea infundada de que los representantes 

pueden ser un estorbo para lograr la oonciliaci6n, tam—

bién es cierto que las partes en conflicto se sienten -

más comodas y tranquilas en las audiencias si ee encuen-

tran acompañadas de un profesional en la materia que las 

represente y oriente; pudiendo de esta manera ser más fá 

oil que ambas partes dejen a un lado sus rencores y temo 

res para tratar de llegar a un acuerdo conciliatorio, el 

cual la Junta debe cuidar que se dé conforme a derecho* 

DÉCIMA. Loe poderes otorgados por las personas morales, 

deben analizarse cuidadosamente, para determinar si pro-

vienen de las personas autorizadas para otorgarlos y sí 
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estas personas a su vez, se encuentran debidamente legi—

timadas para hacerlo y así sucesivamente, hasta llegar a 

la constitución de la persona colectiva, ya que si esta 

cadena se rompe, significaría que el presunto mandatario 

no se encuentra legitimado para ser tal y todo lo que ha 

ya actuado en un proceso con tal carácter, sería nulo de 

pleno derecho. 

MORA PRIMERA. La LFT reconoce la capacidad para cele—

brar contrato de trabajo, para percibir la retribución 

convenida y para ejercer las acciones que nazcan del con 

trato colectivo o de la ley, a los menores de 18 ellos de 

ambos sexos, sin necesidad de tutor o autorización, si 

tuación ésta que sería inaceptable en materia procesal 

civil, pero si son menores de 16 anos los trabajadores y 

mayores de 14, si necesitan de la autorización de sus pa 

dres o tutores y a falta de ellos, del sindicato a que —

pertenezcan, de la Junta, del inspector del trabajo o de 

la autoridad política respectiva. 



ABREVIATURAS EMPLEADAS. 

CCDF 	 Código Civil para el Distrito Federal. 

CFPC 	 Código Federal de Procedimientos Civiles. 

CPCDF 	Código de Procedimientos Civiles para el -

Distrito Federal. 

OPDF 	 Código Penal para el Distrito Federal. 

CPEUM 	Constitución Politica de los Estados Uni-

dos Mexicanos. 

LA 	 Ley de Amparo. 

LFT 	 Ley Federal del Trabajo. 

LFTSE 	Ley Federal de los Trabajadores al Servi—

cio del Estado. 
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